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I. NOVEDADES NORMATIVAS.

En este nuevo informe sobre ordenación del territorio y urbanismo, salvo puntuales modificaciones de las leyes sectoriales por obra y gracia de las leyes de medidas fiscales y administrativas que acompañan a los presupuestos, solamente merece destacar la Ley 6/2017, de puertos de Galicia, la Ley 12/2017, de urbanismo de las Illes Balears y las dos referencias de la Comunidad Autónoma de Aragón, el Decreto que aprueba la Directriz Especial de Ordenación Territorial de Política Demográfica y contra la Despoblación y la Ley 10/2017, de régimen especial del municipio de Zaragoza como capital de Aragón.

También merece destacar el Decreto Ley 1/2018, de 19 de enero, de medidas urgentes para la mejora y/o la ampliación de la red de equipamientos públicos de usos educativos, sanitarios o sociales de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears, por la polémica social creada a propósito de la falta de estos equipamientos en una Comunidad autónoma en constante crecimiento con motivo del turismo. 
Como viene siendo habitual, el Estado tiene sus miras puestas en otros asuntos que requieren mayor atención, si bien la STC 143/2017, que también se comenta, pudiera dar lugar a una nueva reforma del Texto Refundido de la Ley del Suelo y Rehabilitación Urbana.

2. COMUNIDADES AUTONOMAS.

J) ARAGÓN

- Decreto 165/2017, de 31 de octubre, del Gobierno de Aragón, por el que se aprueba la Directriz Especial de Ordenación Territorial de Política Demográfica y contra la Despoblación (BOA núm. 214, de 8 de noviembre).

Esta directriz se plantea como una profundización en la Estrategia de Ordenación Territorial de Aragón (EOTA), en relación con las cuestiones demográficas y la distribución de la población en el sistema de asentamientos.

Se plantean hasta 15 ejes de desarrollo, de los que, a efectos de este informe, resulta más destacable el eje 2 ‘alojamiento’. Cada eje define unos objetivos, unas estrategias para su consecución, unas medidas o propuestas concretas y unas normas.

El eje 2 ‘alojamiento’, tiene como objetivo la elaboración de un nuevo plan de vivienda 2018/2021, para dar continuidad al Plan concluido en 2016 e incluir en él programas específicos que incidan en facilitar vivienda de alquiler a los nuevos residentes y de manera específica al grupo de asentamientos dependientes, con especial atención a la rehabilitación de edificios. Este Plan debería permitir la flexibilidad suficiente para que puedan adoptarse soluciones particularizadas y específicas para responder eficazmente a las necesidades de vivienda en el medio rural aragonés.

Las medidas que prevé son 4, que coinciden con sendos programas del plan de vivienda:

a) Programa de Alquiler de Vivienda, que tenía por objeto facilitar el acceso y la permanencia en una vivienda en régimen de alquiler a sectores de población con escasos medios económicos, deberá incluir, al menos, las siguientes líneas de actuación: Jóvenes, Bolsa de alquiler de viviendas en el medio rural, extensión del programa “Alquila tu vivienda vacía” (Zaragoza), gestionado por el Gobierno de Aragón, al grupo de asentamientos dependientes (o a todo Aragón, con ventajas proporcionales al rango del asentamiento) estableciendo condiciones especiales en los asentamientos turísticos.

b) Programa de fomento del Parque Público de Viviendas en Alquiler:

- Estimación de los recursos de viviendas y suelo público en los municipios aragoneses.

- Programa de vivienda nueva de alquiler en solares de suelo urbano recuperados en el programa de regeneración urbana.

- Modificación de la normativa urbanística para posibilitar la obtención de reservas de suelo público con destino a vivienda pública de alquiler.

- Programa de actuaciones de rehabilitación y renovación del patrimonio público de vivienda.

- Programa específico de oferta de vivienda pública de alquiler (nueva o procedente de rehabilitación) en “asentamientos turísticos” para trabajadoras y trabajadores residentes en la zona.

c) Programa para la Rehabilitación Edificatoria:

- Programa específico de rehabilitación (conservación, calidad y sostenibilidad -eficiencia energética-, accesibilidad) para viviendas unifamiliares ubicadas en el grupo de asentamientos dependientes financiado a través de fondos europeos (FEDER).

- Eficiencia energética: dotaciones individuales de hasta un 85% del coste de instalaciones con un límite de 2000 euros y una subvención de los intereses del préstamo vinculado.

- Rehabilitación: dotaciones individuales de hasta 12.000 €, un porcentaje de los costes financieros de la hipoteca adherida al proyecto; 50 proyectos por provincia cada año, serían en torno a 2,2 millones de euros anuales (subvención + pago de intereses).

- Programa de rehabilitación de patrimonio público municipal para nuevos pobladores. Aplicación del programa de la Diputación Provincial de Huesca al resto de Aragón mediante la realización del oportuno convenio entre Diputaciones Provinciales y Gobierno de Aragón.

- Estudiar la conveniencia de desgravar los tipos impositivos vigentes para la adquisición de viviendas en los medios rurales con la finalidad de su rehabilitación primando los casos en que se vayan a dedicar a vivienda habitual.

- Rebajar las exigencias normativas que permitan financiar tareas de rehabilitación (accesibilidad, daños estructurales o eficiencia energética) de edificios, e incluso de viviendas individuales o unifamiliares (habituales en el medio rural) a las que podrían acogerse un mayor número de personas.

d) Programa de Fomento de la Regeneración y Renovación Urbanas:

- Programas específicos para la rehabilitación de los cascos antiguos de las centralidades y otros asentamientos que cumplan con determinadas condiciones. Estas ayudas podrían otorgarse con independencia del número de viviendas a rehabilitar, en especial en los pequeños municipios.

- Programa para erradicación de ruinas y obtención de suelo público.

- Aplicación de la metodología del Programa de Desarrollo Social y Urbano (Ayuntamiento de Zaragoza) a los cascos antiguos de los asentamientos del grupo de centralidades.

- Aplicación de la metodología de la Estrategia de Desarrollo Urbano Sostenible e Integrado (Zaragoza) a los rangos 2,3 y 4 del sistema de asentamientos (Incluir en programa de hacer más atractivas las ciudades medias).

- Contemplar ayudas, dentro de la rehabilitación de las áreas de regeneración y renovación para la rehabilitación de locales comerciales, así como para los edificios destinados a equipamientos y servicios públicos.

Otros objetivos perseguidos por el eje 2 son la atención a las familias en riesgo de perder la vivienda o con situaciones de pobreza energética, para lo cual se plantea como medida el PROGRAMA DE AYUDA SOCIAL, con el objetivo de mantener la vivienda de personas o unidades de convivencia en riesgo de vulnerabilidad por desahucio o por pobreza energética, a través de la coordinación de los diversos programas de vivienda social entre las administraciones públicas: mediación hipotecaria, mediación de alquileres, pobreza energética, Registro de Viviendas Desocupadas de Aragón, Fondo Social de la Vivienda de Aragón.

Un tercer objetivo es la adaptación de las viviendas a las necesidades de las personas mayores y dependientes, con el fin de desarrollar programas específicos para introducir elementos que faciliten la accesibilidad y los desplazamientos en las viviendas de las personas mayores, así como dotarlas de dispositivos que faciliten la comunicación y la gestión de la vida cotidiana dentro de la vivienda (domótica).

Finalmente, la promoción del observatorio-portal de la vivienda en Aragón, con la finalidad de disponer de información suficiente de la oferta y demanda de vivienda en Aragón para poder asignar a los planes y medidas en materia de vivienda los recursos que realmente son necesarios y para mejorar la transparencia del mercado de la vivienda a la demanda potencial.

El Observatorio de la Vivienda en Aragón, con la participación del Gobierno de Aragón y las entidades locales, así como de entidades privadas que disponen de información sobre el mercado de la vivienda, debería proporcionar información sobre la oferta de suelo y vivienda públicos (venta y alquiler), oferta de vivienda en alquiler en el medio rural (en colaboración con entidades privadas) y ayudas existentes (en el conjunto de administraciones públicas) para el acceso a la vivienda. Debería disponer de información actualizada sobre la demanda de vivienda (compra y alquiler) por segmentos de población (reactivación del programa TOC-TOC), demanda potencial de vivienda para rehabilitar, demanda de viviendas con necesidades de adaptación para su habitabilidad por personas mayores y censo de viviendas vacías.

- Ley 10/2017, de 30 de noviembre, de régimen especial del municipio de Zaragoza como capital de Aragón (BOA núm. 231, de 1 de diciembre).

Esta ley entró en vigor el día 5 de enero de 2018, dado que en aplicación del art. 30 de la Ley 39/2015, se excluyen del cómputo sábados, domingos y días festivos. 

De acuerdo con lo dispuesto en la D.A. 1ª.1, la Ley de Capitalidad prevalece respecto de las leyes sectoriales autonómicas, en caso de contradicción entre preceptos, a lo que añade el apartado 2 que “el desplazamiento o derogación explícita o implícita de las disposiciones competenciales recogidas en esta ley exigirá una declaración expresa de la norma autonómica de la voluntad de modificar esta ley”, en la que el Ayuntamiento de Zaragoza debe ser oído.

Corresponde al Pleno del Ayuntamiento de Zaragoza el desarrollo reglamentario de las cuestiones organizativas relativas a las competencias propias reconocidas en esta ley (D. F. 1ª). La legislación autonómica en materia de régimen local es aplicable supletoriamente “en todos aquellos aspectos y materias relativos a los diferentes sectores de intervención administrativa y al régimen local que no se hallen regulados en esta ley” (D.A. 1ª.3)
En orden a la distribución de competencias, la prevista en la Ley de Capitalidad es la que rige en el ejercicio de las competencias que atribuya la legislación autonómica o municipal a los órganos municipales (D. A. 1ª.4).
Asimismo, la D. T. 2ª.1 de la Ley de Capitalidad obliga a la adaptación de los reglamentos orgánicos, entre ellos el Reglamento de la Gerencia de Urbanismo, en el plazo de 6 meses desde la publicación (esto es, el plazo fina el 4 de julio de 2018).

En cuanto a las ordenanzas municipales en trámite (aquellas cuyo proyecto ha sido aprobado por el Gobierno de Zaragoza), se rigen por la normativa anterior. En la tramitación de nuevas ordenanzas será aplicable el Capítulo V de la ley, bien entendido que en lógica correspondencia con el Título VI de la Ley 39/2015 de procedimiento administrativo común de las administraciones públicas.

El Capítulo I de la Ley recoge una serie de disposiciones generales acerca de la personalidad jurídica, el término municipal y su alteración, la legitimación procesal, la promoción de actividades de interés común y los títulos honoríficos de la ciudad de Zaragoza.
El Capítulo II establece las especialidades en materia de autogobierno que, en líneas generales, no son sino una traslación a la Ley de Capitalidad de las especialidades que ya había previsto la modificación de la LBRL de 2003, cuando incluyó el régimen especial de las grandes ciudades y que analizaremos más adelante. 

El Capítulo III se refiere a las relaciones con la C. A. de Aragón, con la creación en el art. 20 del Consejo Bilateral de Capitalidad, como un órgano colegiado de carácter permanente, cuyo objeto es la coordinación y colaboración entre el Gobierno de Aragón y el Ayuntamiento de Zaragoza, en todo lo que afecta a sus competencias y responsabilidades derivadas del hecho de la capitalidad autonómica.
El Capítulo IV establece las especialidades en materia competencial y la atribución de competencias propias en materia de ordenación del territorio, urbanismo, patrimonio cultural, vivienda, medio ambiente y cambio climático, residuos domésticos y comerciales, protección civil, transportes, comercio, ferias y mercados, deporte, servicios sociales, igualdad de género y protección de la mujer, voluntariado cívico, acción social en materia de drogodependencias y otras adicciones, infancia y adolescencia, juventud, educación, espectáculos públicos y actividades recreativas, turismo, consumo, energía, telecomunicaciones, industria, solidaridad y cooperación al desarrollo y fomento del empleo.

Finalmente, el Capitulo V regula las especialidades en materia procedimental, el Capítulo VI la participación ciudadana e información municipal y el Capítulo VII las especialidades en materia de financiación.
En lo que al contenido del presente informe atañe nos centraremos en el análisis de las competencias propias atribuidas al Ayuntamiento de Zaragoza, para apreciar si, en efecto, se ha producido un traspaso de competencias en materia de urbanismo a la capital de la C. A. o, por el contrario, y en líneas generales, se mantienen las mismas competencias que ya recogía la legislación sectorial.

En materia de ordenación del territorio, el art. 23 de la Ley de Capitalidad regula una serie de especialidades en la aplicación de la legislación sectorial a Zaragoza, tales como:

·  la presencia institucional del Ayuntamiento de Zaragoza en el COTA, 

· la obligación de que el Ayuntamiento de Zaragoza informe, con carácter previo a la aprobación, la Estrategia de Ordenación Territorial de Aragón y las Directrices de Ordenación Territorial que afecten, total o parcialmente, al espacio metropolitano de Zaragoza, y

· la participación del Ayuntamiento de Zaragoza en las comisiones bilaterales y conferencias sectoriales que constituya el Gobierno de Aragón para promover la coordinación en materia de ordenación del territorio.

También incluye una serie de especialidades en cuanto al desarrollo de planes y proyectos de interés general de Aragón en el término municipal de Zaragoza:

a) El Ayuntamiento de Zaragoza deberá informar con carácter previo a la declaración formal del interés general por parte del Gobierno de Aragón de los PIGAs por desarrollar en el término municipal de Zaragoza.

b) Todo instrumento de planificación supramunicipal, en el momento de su elaboración o modificación, contemplará las peculiaridades del espacio metropolitano de Zaragoza, respetando las características de los modelos territoriales.

c) El Ayuntamiento de Zaragoza participará en la ordenación del territorio, de acuerdo con la legislación vigente, mediante la emisión de informe preceptivo previo a la aprobación de cualquier instrumento de este tipo, sin perjuicio de que la Administración autonómica solicite documentación y/o participación técnica directa en cualquier fase del proceso de elaboración.

d) Si el PIGA exigiera alterar los sistemas y redes existentes fuera de su ámbito, o supusiera cualesquiera nuevas cargas urbanísticas, el informe municipal detallará las cargas que habrá de asumir la ejecución de aquel. Si se produjeran diferencias importantes de criterio entre el municipio de Zaragoza y la Comunidad Autónoma de Aragón, se requerirá el pronunciamiento del Consejo Bilateral de Capitalidad.

e) Los informes emitidos por el Ayuntamiento de Zaragoza serán vinculantes exclusivamente en aquellos aspectos referentes a la mera ordenación urbanística del ámbito, siempre que no afecten al interés supralocal, ya indicando criterios de coherencia con la ordenación general de la ciudad, ya señalando condiciones de coordinación con la ordenación urbanística del entorno.

f) Cuando la concreta ubicación del PIGA no estuviere predeterminada en la correspondiente propuesta de actuación, y se opte por una convocatoria pública de selección de la ubicación, se solicitará informe del Ayuntamiento con carácter previo a la resolución.

Estas competencias que la Ley de Capitalidad atribuye al Ayuntamiento de Zaragoza en materia de planes y proyectos de interés general de Aragón amplían las atribuidas a los municipios en la Ley de Ordenación del Territorio de Aragón.

Además, la D. T. 1ª de la Ley de Capitalidad se refiere a la cesión de aprovechamientos en PIGAs y Proyectos Supramunicipales ya aprobados, en los que no se hubiera materializado la cesión. En estos casos, la materialización de la cesión se realizará por convenio interadministrativo a suscribir entre el departamento competente del Gobierno de Aragón y el Ayuntamiento de Zaragoza, en el plazo de un año a partir de la entrada en vigor de la Ley, esto es, antes de 5 de enero de 2019.

En cuanto a la competencia en materia de urbanismo, el art. 24 de la Ley también establece unas normas especiales de aplicación a Zaragoza de la legislación sectorial autonómica; a saber:

a) La minoración o excepción de incremento de reservas de dotaciones públicas que prevé el art. 86.2 TRLUA podrá ser aprobada por el Ayuntamiento de Zaragoza, sin necesidad de informe favorable del Consejo Provincial de Urbanismo de Zaragoza, siempre que corresponda a modificaciones de planeamiento que, de acuerdo con la citada legislación, proceda considerar de menor entidad. La aprobación deberá estar debidamente motivada en función de la entidad de la modificación, de los espacios libres y equipamientos existentes en el entorno y, en su caso, de los sistemas generales incorporados al plan general.

b) En el término municipal de Zaragoza, la aprobación inicial de planes especiales independientes del plan general promovidos por administraciones distintas de su ayuntamiento, requerirá informe previo de este cuando el plan especial se refiera al establecimiento de reservas de terrenos para la constitución o ampliación de patrimonios públicos de suelo y no se atenga a los usos determinados por el planeamiento municipal. También requerirá informe previo municipal cuando el plan especial contemple el establecimiento de infraestructuras básicas, equipamiento comunitario o redes de servicios que pudieran causar efectos desfavorables sobre los sistemas generales y redes existentes en el municipio o previstos por su plan general.

En ambos casos, si el informe municipal fuese desfavorable, la cuestión será resuelta mediante acuerdo del Consejo Bilateral de Capitalidad.

c) La gestión de los sectores concertados de urbanización prioritaria que se declaren en el término municipal de Zaragoza corresponderá en exclusiva al Ayuntamiento de Zaragoza, a diferencia de lo dispuesto en el art. 213 TRLUA. 
d) El Ayuntamiento de Zaragoza podrá regular, mediante ordenanza municipal, las obras y actividades que se sujetan a un régimen de control preventivo, mediante el sometimiento a previa licencia, comunicación previa o declaración responsable, o el régimen de sometimiento a control posterior a los efectos de verificar el cumplimiento de la normativa de aplicación, en los términos y condiciones establecidas en la legislación sobre el libre acceso a las actividades de servicios. Esto último no es una novedad, porque ya habilita al desarrollo reglamentario la Ley de Bases de Régimen Local y el Ayuntamiento de Zaragoza así lo hizo cuando aprobó la Ordenanza Municipal de Medios de Intervención en la Actividad Urbanística.
Igualmente, en materia de urbanismo, la D. T. 5ª prevé que cuando se proceda a la revisión del PGOU de Zaragoza, en cumplimiento de la NOTEPA deberá contemplarse la especialidad del planeamiento recogido.
Asimismo, en materia de urbanismo, conviene detenerse en los arts. 11 y 14 que atribuyen, respectivamente, competencias al Pleno y al Gobierno de Zaragoza. 

Conviene detenerse en la atribución de competencias al Pleno y a la Junta de Gobierno (Gobierno de Zaragoza) y las aparentes diferencias con la LBRL.

El art. 123.1.i) LBRL atribuye al Pleno “la aprobación inicial del planeamiento general y la aprobación que ponga fin a la tramitación municipal de los planes y demás instrumentos de ordenación previstos en la legislación urbanística”. Por su parte, el art. 127.1.d) LBRL atribuye a la JGL “las aprobaciones de los instrumentos de planeamiento de desarrollo del planeamiento general no atribuidas expresamente al Pleno, así como de los instrumentos de gestión urbanística y de los proyectos de urbanización”,

El traslado de esta competencia al municipio de Zaragoza ha supuesto una enumeración más exhaustiva de competencias recogiendo la regulación que al efecto prevé el TRLUA. 

Así, el art. 11.1.i) de la Ley de Capitalidad atribuye al Pleno “la aprobación inicial y provisional del planeamiento general y sus revisiones, la aprobación inicial y provisional de sus modificaciones sustanciales y la aprobación inicial y definitiva de las no sustanciales; la aprobación inicial y provisional de los planes especiales independientes y de los planes de desarrollo de instrumentos de ordenación territorial, salvo que sean promovidos por la Administración de la Comunidad Autónoma de Aragón para el establecimiento  de reservas de terrenos o ampliación de los patrimonios públicos de suelo, la aprobación definitiva de los instrumentos de planeamiento de desarrollo del Plan General y la aprobación de los convenios de planeamiento”.

En la misma línea,  el art. 14.1.d) de la Ley de Capitalidad que atribuye al Gobierno de Zaragoza “la aprobación inicial de los instrumentos de planeamiento de desarrollo del Plan General, el sometimiento a información pública de los convenios de planeamiento, la aprobación de los instrumentos y convenios de gestión urbanística y la aprobación de los proyectos de urbanización y de obra ordinaria”.
Por lo que se refiere a la competencia en materia de patrimonio cultural, el art. 25 de la Ley de Capitalidad atribuye al municipio de Zaragoza la consideración de municipio monumental con los efectos previstos por dicha regulación y la normativa sobre organización y régimen local.

Las peculiaridades de la aplicación de la legislación de patrimonio cultural aragonés a bienes situados en el término municipal de Zaragoza son:

a) La autorización de la CPPC de Zaragoza incluida en su regulación requerirá informe previo del Ayuntamiento de Zaragoza, en el que se valorarán las condiciones establecidas para la intervención en el planeamiento urbanístico, el catálogo de edificios y conjuntos de interés histórico-artístico y cuanta normativa municipal pudiera condicionar la actuación propuesta.

b) Con carácter previo a la inclusión en el catálogo o el inventario del patrimonio cultural aragonés de un bien inmueble que no esté incluido en el catálogo municipal de edificios y conjuntos de interés histórico-artístico o que lo esté con un alcance distinto del pretendido, la C.A. solicitará al Ayuntamiento de Zaragoza la modificación de su catálogo que proceda, a fin de adecuarlo a sus previsiones. En caso de que el Ayuntamiento desestime la modificación y ésta supusiera un aumento del ámbito o las condiciones de la protección, la C.A. podrá incluirlo en su catálogo o inventario independientemente del catálogo municipal, con las consecuencias establecidas en las normas urbanísticas del plan general de Zaragoza.

Salvo resolución contraria motivada, la inclusión en el catálogo o el inventario del patrimonio cultural aragonés de un bien inmueble protegido con alcance análogo por el catálogo municipal de bienes inmuebles y conjuntos de interés se acompañará con la delegación en los órganos municipales de las competencias que la legislación de patrimonio cultural aragonés atribuye con carácter general a los órganos autonómicos.

c) Sin perjuicio de la competencia autonómica, el Ayuntamiento de Zaragoza podrá suspender con carácter preventivo derribos, obras o actividades por razón de intervenciones arqueológicas o paleontológicas.

En materia de vivienda, el art. 26 de la Ley dispone que:
· La distribución de los porcentajes de reserva de suelo exigidos por la legislación dentro del ámbito del PGOU de Zaragoza, podrá realizarse tomando como referencia el conjunto del municipio de Zaragoza, siempre con respeto a los criterios que defina la normativa sectorial en materia de vivienda y al principio de cohesión social.

· Requerirá informe previo municipal el acuerdo del Gobierno de Aragón para aplicar en la ciudad de Zaragoza del régimen de exención de reservas de suelo destinado a vivienda protegida, así como la programación pública de vivienda protegida que la C. A. pretenda desarrollar en el término municipal de Zaragoza.

· Atribuye al Ayuntamiento de Zaragoza la competencia para la planificación, organización de la promoción y gestión del Parque de Viviendas de Protección Pública pertenecientes al Ayuntamiento de Zaragoza y la competencia para la organización y gestión de la conservación y rehabilitación de la edificación en el municipio de Zaragoza, incluyendo la elaboración de normativa propia para la promoción de la regeneración urbana.

Por lo que se refiere al medio ambiente y cambio climático, la Ley de Capitalidad atribuye más competencias que la de medio ambiente urbano prevista en el art. 25 de la LBRL. En concreto, atribuye al municipio de Zaragoza la protección del medio ambiente urbano, en particular: parques y jardines públicos; arbolado urbano; protección y conservación de la fauna y flora urbana y periurbana, en coordinación con la acción de otras administraciones con competencias en el medio natural; control y lucha contra la proliferación de especies exóticas invasoras con incidencia en el ámbito urbano; protección contra la contaminación acústica; protección contra la contaminación atmosférica y vigilancia y control de la calidad del aire; protección contra la contaminación lumínica; abastecimiento de agua potable a domicilio y evacuación, control y tratamiento de aguas residuales; elaboración de planes municipales para la mitigación y adaptación a los efectos del cambio climático; acciones de ahorro, eficiencia energética e implantación de energías renovables. Competencias todas estas que ya venía ejerciendo el Ayuntamiento de Zaragoza por medio de la Agencia de Medio Ambiente.
También atribuye la calificación de actividades sometidas a licencia ambiental de actividades clasificadas en su término municipal, que antes era competencia del Instituto Aragonés de Gestión Ambiental.

Igualmente, atribuye a Zaragoza la protección del medio natural, en concreto la gestión de los montes y terrenos de naturaleza forestal patrimonial municipal, así como aquellos bienes demaniales autorizados con destino a la consolidación, reforestación y esparcimiento; la elaboración de instrumentos de planificación urbanística ambiental de los espacios naturales de titularidad municipal en el marco de la legislación autonómica de protección de espacios protegidos; la gestión de las zonas verdes periurbanas de titularidad municipal, la coordinación de sus acciones y colaboración con las diferentes administraciones con competencias en el medio natural para preservar los valores de los bienes de dominio público que formen parte de la Infraestructura Verde de Zaragoza, así como tareas de coordinación y promoción de la información.
El artículo 40, relativo a los espectáculos públicos y actividades recreativas, dispone:

1. Independientemente de la representación municipal designada por las asociaciones o federaciones de municipios aragonesas, el Ayuntamiento de Zaragoza contará con, al menos, un representante, en la Comisión de Espectáculos Públicos de Aragón.

2. Posibilidad de que el Ayuntamiento de Zaragoza, por razones de interés general y mejora de la convivencia y el descanso de los vecinos, prohíba, limite y restrinja la apertura, modificación o ampliación de los establecimientos públicos clasificados por la Ley 7/2006, de 22 de junio, de protección ambiental de Aragón, y sujetos a la Ley 11/2005, de 28 de diciembre, reguladora de los espectáculos públicos, actividades recreativas y establecimientos públicos de la C.A.A., así como la modificación de los límites horarios generales de apertura y cierre previstos en la normativa de espectáculos públicos, “con independencia de la clasificación establecida en el catálogo de espectáculos públicos, actividades recreativas y establecimientos públicos”.

3. Finalmente, atribuye al municipio de Zaragoza la competencia para la autorización, inspección y sanción de los espectáculos públicos y actividades recreativas siguientes celebrados en el término municipal:

a) Los espectáculos públicos y actividades recreativas de carácter ocasional o extraordinario.
b) Los espectáculos públicos de pirotecnia recreativa o castillos de fuegos de artificio en los que se utilicen artificios pirotécnicos aéreos o dotados de medios de proyección de la carga explosiva.
c) Las pruebas deportivas, marchas ciclistas y otros eventos que requieran el uso de las vías públicas para su práctica.
OTRAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS:

C) GALICIA

- Ley 6/2017, de 12 de diciembre, de puertos de Galicia (DOG núm. 236, de 14 de diciembre).

La ley dedica el Capítulo II del Título II a la ordenación urbanística de los puertos (arts. 38 a 49).

Como primera medida, se establece la obligación de los planes generales de ordenación municipal y demás instrumentos generales de ordenación urbanística de calificar la zona de servicio de los puertos como sistema general portuario, sin la posibilidad de incluir determinaciones que supongan una interferencia o perturbación en el ejercicio de las competencias de explotación portuaria.

La superficie del sistema general portuario no computará a efectos de determinación de las dotaciones, cesiones de aprovechamiento, reservas y equipamientos, debido a su carácter supramunicipal. 

Al entender la Ley que el puerto o instalación marítima constituye una unidad, está justificada la redacción de un plan especial de desarrollo de la ordenación de los puertos o del sistema general portuario, cuya redacción e iniciativa corresponde a la entidad pública empresarial Puertos de Galicia y la tramitación y aprobación a la administración competente en materia de urbanismo, en aplicación de la legislación urbanística en vigor, con una serie de particularidades, tales como:

a) Aprobación de la delimitación de los espacios y usos con carácter previo al planteamiento del plan especial que ordene la zona de servicio del puerto, sin posibilidad de extender las determinaciones del plan más allá de la zona de servicio delimitada.

b) Remisión del borrador del plan, junto con la documentación ambiental exigible por la legislación sectorial aplicable, a la administración competente en materia de urbanismo, para que, a su vez, remite en 3 meses esa documentación al órgano medioambiental competente a fin de tramitar la evaluación ambiental estratégica procedente.

c) El plazo máximo para resolver sobre la aprobación inicial del plan especial, una vez evacuado el informe ambiental estratégico conforme a la normativa medioambiental aplicable (en caso de estar sometido a evaluación ambiental estratégica ordinaria) o evacuado el informe ambiental estratégico sobre la falta de efectos significativos de este sobre el medio ambiente (en caso de estar sometido a evaluación ambiental estratégica simplificada), será tres meses contados desde la presentación del Plan Especial en el registro municipal. Transcurrido el plazo sin resolución expresa, podrá entenderse otorgada la aprobación inicial del plan.

d) Evacuado el informe de la Administración estatal de costas conforme a la normativa en esta materia, y antes de la aprobación definitiva del plan, deberá darse traslado de este a la entidad pública empresarial Puertos de Galicia en caso de que la Administración urbanística competente haya propuesto modificaciones respecto a la redacción inicialmente aprobada, para que aquella, en el plazo de un mes, emita informe sobre los aspectos de su competencia; informe que deberá ser favorable para proceder a la aprobación definitiva del plan especial. 

Si el informe es desfavorable, se inicia un proceso de consultas con el fin de llegar a un acuerdo entre Puertos de Galicia y la Administración urbanística para su aprobación definitiva. Si persiste el desacuerdo en 2 meses, informará con carácter vinculante al Consejo de la Xunta de Galicia sobre aquellos aspectos de competencia autonómica en materia de puertos.

e) El plazo para la aprobación definitiva del plan especial de ordenación de un puerto será de seis meses, a contar desde el acuerdo de aprobación inicial; transcurrido el cual sin notificación de la resolución, podrá entenderse aprobado definitivamente el plan, “siempre que se hubiera realizado el trámite de información pública y obtenido los informes preceptivos en sentido favorable, en conformidad con la legislación aplicable, o, en su caso, hubieran sido solicitados los informes y hubieran transcurrido los plazos para emitirlos”. No es aplicable el silencio administrativo estimatorio si los planes contienen determinaciones contrarias a la ley, a los planes de superior rango o a los instrumentos de ordenación del territorio de Galicia.

En cuanto a su contenido, el plan especial incluirá entre sus determinaciones las medidas y previsiones necesarias para garantizar una eficiente explotación del espacio portuario, su desarrollo futuro y su conexión con los sistemas generales de transporte terrestre y el entorno urbano.

La ley también prevé una serie de medidas de coordinación entre la planificación portuaria y los instrumentos de ordenación territorial y de planeamiento urbanístico.

a) Reconoce que los planes directores de infraestructuras y los instrumentos de delimitación de espacios y usos de los puertos prevalecen y son vinculantes respecto de la ordenación urbanística en aspectos relativos a la protección del dominio público portuario, ubicación de infraestructuras, accesos a sistemas de comunicaciones, localización de emplazamientos y distribución de los usos.

b) La aprobación de los planes especiales de ordenación de los puertos implica la necesidad de revisión o modificación de los instrumentos de planeamiento urbanístico municipal,  a fin de integrar las determinaciones del planeamiento sectorial portuario en el planeamiento urbanístico municipal, que realizarán los ayuntamientos con ocasión de la primera revisión o modificación del instrumento de planeamiento urbanístico que tramiten, y, en todo caso, en el plazo máximo de un año desde la aprobación de los instrumentos de planificación portuaria. Sin perjuicio de la adaptación del planeamiento general, estos planes especiales podrán prever el régimen de ordenación aplicable en tanto no se produzca la adaptación.

c) En los municipios sin planeamiento urbanístico general la aprobación de los instrumentos de planificación portuaria conlleva la obligación de incluir sus determinaciones en los instrumentos de planeamiento urbanístico que se aprueben con posterioridad.

d) Estos planes especiales pueden introducir las modificaciones o matizaciones estrictamente derivadas de la naturaleza y finalidad del plan especial y necesarias para el cumplimiento de sus fines, sin que puedan sustituir al planeamiento general en su función de instrumento de ordenación integral del territorio.

e) La aprobación, modificación o revisión de los instrumentos de ordenación territorial y de planificación urbanística que incidan directamente sobre los puertos e instalaciones portuarias reguladas en la presente ley requieren el informe de Puertos de Galicia, simultáneo al trámite de información pública, que deberá emitirlo en 3 meses y será vinculante en lo relativo a la ordenación de la zona de servicio de los puertos en los aspectos relacionados con su competencia. Si no se emite en plazo se entenderá favorable.

En orden a la realización de obras, la Ley distingue la ejecución de obras e instalaciones en dominio público portuario y en superficies colindantes con la zona de servicio del puerto.

En el primer caso, las obras e instalaciones de carácter permanente que se lleven a cabo en el dominio público portuario por la administración pública y los particulares debidamente autorizados por esta deben adaptarse al plan especial de ordenación portuaria; para lo cual se requiere informe de la Administración urbanística competente.

En ausencia de un plan especial aprobado definitivamente, únicamente podrán realizarse obras de carácter permanente acordes con los usos portuarios y complementarios previstos en la ley, en cuyo caso el informe de la Administración urbanística versará sobre la acomodación de las obras al ordenamiento urbanístico municipal general vigente y a las normas urbanísticas generales de aplicación directa.

Las obras e instalaciones portuarias acordes con los usos portuarios que realice la Administración portuaria directamente no estarán sometidas a los actos de control preventivo municipal, al constituir obras públicas de interés general portuario, que no podrán ser suspendidas en ningún caso por las administraciones urbanísticas competentes si se ajustan al planeamiento urbanístico y esta ley. Las restantes obras deberán obtener la oportuna licencia municipal, salvo el régimen de comunicación previa. Tampoco están sometidas a actos de control preventivo municipal las obras que se ejecuten sobre el lecho del mar territorial o en las aguas.

La construcción de nuevos puertos o instalaciones marítimas de competencia autonómica exige la previa aprobación del proyecto, que estará sometido a evaluación de impacto ambiental, según el procedimiento que regula la Ley.

En cuanto a las obras de edificación o urbanización que se ejecuten en superficies colindantes con la zona de servicio de un puerto o instalación marítima, que tengan incidencia directa al precisar la ocupación permanente o temporal de superficie incluida en ella, no pueden ser autorizadas sin informe previo de Puertos de Galicia, que será vinculante en lo relativo a los aspectos relacionados con la protección del dominio público portuario y la viabilidad de las actividades portuarias.

Con carácter general, y salvo causa justificada apreciada por Puertos de Galicia, los terrenos colindantes con la zona de servicio de los puertos e instalaciones marítimas deberán contar con acceso rodado y peatonal ajeno a la zona de servicio del puerto o instalación marítima.

Esta ley también promueve el desarrollo sostenible de la actividad portuaria al reconocer que ésta y la ampliación o modificación de los puertos existentes deben realizarse conforme a los principios de preservación de los valores culturales, patrimoniales, paisajísticos, medioambientales y etnográficos de los espacios portuarios, adoptando las medidas adecuadas para la protección medioambiental del dominio público portuario; al tiempo que promueve las instalaciones para prestar servicios o realizar actividades que incorporen tecnologías y sistemas sostenibles como energías alternativas, sistemas de eficiencia en los consumos y de tratamiento de residuos.

- Ley 9/2017, de 26 de diciembre, de medidas fiscales y administrativas (DOG núm. 245, de 28 de diciembre).

Tal y como resulta de lo manifestado en su exposición de motivos, esta ley incluye varias medidas en materia de ordenación del territorio y urbanismo. 

En primer lugar, incluye modificaciones puntuales de la Ley 2/2016, de 10 de febrero, del suelo de Galicia, con el fin de dar respuesta a necesidades que han surgido de su aplicación. Así, 

· se amplía el plazo máximo para resolver los procedimientos para la fijación del justiprecio en atención a su complejidad, 

· se configura el ayuntamiento como la administración a la que las personas propietarias de suelo urbano consolidado deben ceder los terrenos destinados a viales fuera de las alineaciones establecidas en el planeamiento cuando pretendan parcelar, edificar o rehabilitar integralmente, y 

· se introduce un régimen transitorio específico en relación con el planeamiento general en tramitación o que se vaya a tramitar en el caso de ayuntamientos fusionados, sin perjuicio de que, mientras no se produzca la aprobación de un plan general que abarque el nuevo límite del término municipal, en el ayuntamiento resultante de la fusión seguirá vigente la ordenación urbanística aprobada. 

También se introduce una nueva disposición adicional en la Ley 5/2017, de 19 de octubre, de fomento de la implantación de iniciativas empresariales en Galicia, sobre la vigencia de los proyectos sectoriales que impliquen la transformación y parcelación urbanística del suelo, que será la que establezca la legislación urbanística para los planes parciales. 

Igualmente se incluyen medidas en materia de medio rural al incluir diversas modificaciones en la Ley 13/1989, de 10 de octubre, de montes vecinales en mano común; en la Ley 3/2007, de 9 de abril, de prevención y defensa contra los incendios forestales de Galicia; en la Ley 6/2011, de 13 de octubre, de movilidad de tierras, y en la Ley 7/2012, de 28 de junio, de montes de Galicia, con la finalidad principal de fortalecer la prevención y la lucha contra los incendios forestales. 

En concreto, así como en la redacción anterior se hacía referencia exclusiva al suelo urbanizable delimitado, la modificación de algunas definiciones de la Ley 3/2007, de 9 de abril, de prevención y defensa contra los incendios forestales de Galicia incluye toda categoría de suelo urbanizable. 

Así, no tienen la consideración de monte o terreno forestal los terrenos dedicados al cultivo agrícola, el suelo urbano, de núcleo rural y urbanizable, incluyendo el canal y la zona de dominio público hidráulico de estos suelos, y los excluidos por la normativa vigente, así como los terrenos rústicos de protección agropecuaria. 

También define la zona de influencia forestal como aquellas áreas colindantes que abarcan una franja circundante de los terrenos forestales con un ancho de 400 metros, excluyendo el suelo urbano, de núcleo rural y urbanizable (no sólo el delimitado).

En lo relativo a las nuevas edificaciones en terrenos forestales y en zonas de influencia forestal y a las medidas de prevención de incendios forestales en las nuevas urbanizaciones, se modifica el art. 23 de la Ley 3/2007. Mantiene la obligación de que los instrumentos de planeamiento urbanístico tengan en cuenta la evaluación de riesgo de incendio forestal, en lo que respecta a la zonificación del territorio y a las zonas de alto riesgo de incendio que constan en los planes de prevención y defensa contra los incendios forestales de distrito. 

Igualmente establece unas obligatorias medidas de prevención para las nuevas instalaciones destinadas a explotaciones agrícolas, ganaderas y forestales y las viviendas vinculadas a estas, así como las nuevas urbanizaciones y edificaciones para uso residencial, comercial, industrial o de servicios resultantes de la ejecución de planes de ordenación urbanística que afecten a zonas de monte o de influencia forestal, y que no tengan continuidad inmediata con la trama urbana y que resulten colindantes con monte o con zonas de influencia forestal. Lo más destacado de la modificación es que amplía de 30 metros a 50 metros la necesidad de asegurar la existencia de una faja perimetral de protección para la gestión de la biomasa y retirada de especies, alrededor de la urbanización, edificación o instalación, computada desde el límite exterior de la edificación o instalación destinada a las personas, libre de vegetación seca y con la masa arbórea aclarada, distancia que se amplía respecto de los 30 metros de la regulación anterior.

- Ley 10/2017, de 27 de diciembre, de espectáculos públicos y actividades recreativas de Galicia. (DOG núm. 1, de 2 de enero).

Esta ley, que entra en vigor a los 6 meses de su publicación, tiene por objeto establecer, en el marco de las competencias de la C. A. de Galicia, el régimen jurídico de los espectáculos públicos y actividades recreativas que se celebren en establecimientos o espacios abiertos al público, siempre que se desarrollen íntegramente en el territorio de la C.A Están sometidos a esta ley todo tipo de espectáculos públicos y actividades recreativas que se celebren en establecimientos y espacios abiertos al público, con independencia del carácter público o privado de quienes los organicen, de la titularidad pública o privada del establecimiento o espacio abierto al público en que se desarrollen, de su finalidad lucrativa o no lucrativa y de su carácter esporádico o habitual.

La ley regula la distribución competencial entre la C. A. y los municipios, la cooperación y colaboración administrativa, las condiciones técnicas y de seguridad de los establecimientos, autonómicas y municipales. También regula la organización y desarrollo de los espectáculos públicos y actividades recreativas, la vigilancia, inspección y régimen sancionador.

En lo que al régimen de intervención administrativa se refiere, el art. 12 de la ley remite al previsto en la Ley 9/2013, de 9 de diciembre, de emprendimiento y de la competitividad económica de Galicia, que resulta sensiblemente modificada por la D. F. primera. 

La modificación aclara que la apertura de los establecimientos abiertos al público en que se desarrollen espectáculos públicos o actividades recreativas y la organización de espectáculos públicos y actividades recreativas están sometidas al régimen de declaración responsable, al tiempo que indica cuales son los requisitos que debe reunir esa declaración responsable.

Por razones de interés general vinculadas al orden, seguridad y salud públicas y protección del medio ambiente, es exigible la obtención de licencia municipal o autorización autonómica en los supuestos siguientes:

a) La apertura de establecimientos abiertos al público con un aforo superior a 500 personas, o que presenten una especial situación de riesgo, de conformidad con lo dispuesto en la normativa técnica en vigor.

b) La instalación de terrazas al aire libre o en la vía pública anexas al establecimiento abierto al público.

c) La celebración de espectáculos públicos y actividades recreativas de carácter extraordinario, siempre que requieran de plan de autoprotección o de un plan o estudio específico según la normativa sectorial de aplicación.

d) El montaje de instalaciones para la celebración de espectáculos públicos y actividades recreativas y la celebración de espectáculos públicos y actividades recreativas que hayan de disponer de plan de autoprotección o de un plan o estudio específico según la normativa sectorial de aplicación.

e) La celebración de los espectáculos públicos y actividades recreativas que se desarrollen en más de un término municipal de la Comunidad Autónoma, conforme al procedimiento que reglamentariamente se establezca.

f) La celebración de los espectáculos y festejos taurinos, que se regirán por su normativa específica.

g) La apertura de establecimientos abiertos al público y la celebración de espectáculos públicos o actividades recreativas cuya normativa específica exija la concesión de licencia o autorización

Exime de declaración responsable, licencia y autorización autonómica, sin perjuicio del cumplimiento de los requisitos que sean de aplicación, la apertura de establecimientos abiertos al público que sean de titularidad del propio ayuntamiento y los espectáculos públicos y actividades recreativas organizados por los ayuntamientos con motivo de fiestas y verbenas populares, con independencia de la titularidad del establecimiento o espacio abierto al público donde se lleven a cabo.

Incluye modificaciones en la tramitación de las diferentes licencias y en las infracciones y sanciones. 

F) CANTABRIA

- Ley de Cantabria 9/2017, de 26 de diciembre, de Medidas Fiscales y Administrativas. (BOCANT extraordinario núm. 50, de 29 de diciembre).

Esta ley ha introducido modificaciones en la Ley de Cantabria 2/2001, de 25 de junio, de Ordenación Territorial y Régimen Urbanístico de Cantabria. 

Amplía el contenido mínimo de los Proyectos Singulares de Interés Regional, añadiendo al grado de detalle equivalente al de los Planes Parciales y Proyectos de Urbanización las siguientes determinaciones: descripción de la localización del Proyecto y del ámbito territorial de incidencia del mismo, promotor, memoria justificativa y descripción detallada de la ordenación y de las características técnicas del Proyecto, referencia a las previsiones contenidas en el planeamiento territorial y urbanístico aplicable, análisis de los impactos que la actuación produce sobre el territorio afectado y medidas correctoras propuestas, plazos de inicio y terminación de las obras, estudio económico y financiero justificativo de la viabilidad del Proyecto, así como, en su caso, identificación de las fuentes de financiación y medios con que cuente el promotor para hacer frente al coste de ejecución del Proyecto. 

Los Proyectos Singulares de Interés Regional constarán de los documentos y planos necesarios para reflejar con claridad y precisión sus determinaciones. 

En el caso de actuaciones de iniciativa particular, los Proyectos deberán contener los compromisos del promotor para el cumplimiento de las obligaciones que se deriven del Proyecto y la constitución de las garantías precisas para asegurarlo. Si el promotor del Proyecto Singular es una entidad del sector público sujeta al Derecho privado, se entenderá que se garantiza adecuadamente la ejecución de las obras de urbanización cuando la inversión se recoja en sus presupuestos de explotación y capital.

También modifica el procedimiento de aprobación del Proyecto Singular de Interés Regional y sus efectos.

Igualmente, al reforma afecta a los criterios y requisitos para delimitar unidades de actuación para permitir la delimitación excepcional de unidades de actuación con diferencias de aprovechamiento superiores al 15 % del aprovechamiento medio del correspondiente Sector, cuando el sistema de gestión sea el de expropiación forzosa y sea innecesaria la reparcelación de conformidad con el artículo 136. b) de la Ley. 

También introduce cambios en la Ley 5/2014, de 26 de diciembre, de Vivienda Protegida de Cantabria para introducir precisiones en quienes pueden ser propietarios y usuarios de vivienda protegida, así como los requisitos que deben reunir estos últimos. La modificación también afecta al destino y ocupación de las viviendas protegidas y a la condición de promotor de viviendas protegidas. 

H) MURCIA

- Decreto nº 244/2017, de 25 de octubre, por el que se regula la organización, composición y régimen de funcionamiento del Consejo de Vivienda de la Región de Murcia (BORM núm. 255, de 4 de noviembre).

Como desarrollo de la Ley 6/2015, de 24 de marzo, de la vivienda de la Región de Murcia, el Consejo de Vivienda se constituye como un órgano de colaboración, estudio y análisis en materia de vivienda. El decreto lo define como un órgano colaborador de la administración regional para facilitar la coordinación  entre los distintos agentes relacionados con el sector de la vivienda y el estudio y análisis de su evolución en la región.

Tiene las funciones que le atribuye el art. 61 de la Ley de vivienda murciana, esto es:

a) Establecer criterios que permitan homogeneizar las posiciones de los distintos agentes implicados en el sector de la vivienda y que tengan representación en el mismo.

b) Proponer medidas que permitan la mejora de las condiciones de acceso a la vivienda en el ámbito de la Región de Murcia.

c) Proponer líneas de actuación en materia de promoción pública de viviendas en el ámbito de la Región de Murcia.

d) Fomentar el diálogo permanente de los agentes implicados en el sector de la vivienda.

e) Evacuar cuantos informes y consultas en materia vivienda les sean solicitados por cualquiera de las administraciones competentes en la materia, así como informar sobre los proyectos normativos y de planificación en materia de vivienda cuando afecten a cuestiones de competencia exclusiva de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, excluyéndose la planificación del Estado.

f) Evaluar la evolución del sector de la vivienda en materia de compraventa, rehabilitación y arrendamiento, elevando a los órganos competentes las propuestas que estime oportunas.

g) Promover la cooperación y colaboración entre las entidades representadas en el Consejo, a fin de que se coordinen las distintas iniciativas en la materia.

O) ISLAS BALEARES

- Ley 12/2017, de 29 de diciembre, de urbanismo de las Illes Balears. (BOIB núm. 160, de 29 de diciembre).

La ley se estructura en 205 artículos, distribuidos en un título preliminar y ocho títulos, dieciséis disposiciones adicionales, quince disposiciones transitorias, una disposición derogatoria y tres disposiciones finales:

· Título Preliminar: “Disposiciones generales.

· Título I: “Régimen urbanístico del suelo”.

· Título II: “Planeamiento urbanístico”.

· Título III: “Gestión y ejecución del planeamiento”.

· Título IV: “Intervención en el mercado de suelo”.

· Título V: “Ejercicio de las facultades relativas al uso y edificación del suelo”. 

· Título VI: “Expropiación forzosa por razón de urbanismo”.

· Título VII: “La intervención preventiva en la edificación y el uso del suelo”.

· Título VIII: “La disciplina urbanística”.

Las disposiciones adicionales se han duplicado respecto de las ya incluidas en la ley anterior, entre las que hay que destacar las relativas a la posible reconstrucción de edificaciones demolidas en terrenos rústicos afectados por la ejecución de una obra pública, y, sobre todo, la recuperación de ámbitos territoriales municipales que se habían sustraído al derecho de algunos ayuntamientos a decidir sobre su propio territorio, casos como el de la UIB y el Parc Bit en Palma.

Las disposiciones transitorias regulan la incidencia de la ley sobre los instrumentos de planeamiento existentes y en tramitación a su entrada en vigor, la aplicación de los preceptos sobre disciplina urbanística, el régimen de las construcciones, edificaciones e instalaciones sin título habilitante y el de los terrenos clasificados como urbanos, pero que estén fácticamente en la situación básica de suelo rural.

Finalmente, en la disposición derogatoria, además de las derogaciones provenientes de la acción de la misma ley, se han agregado otras con respecto a normas urbanísticas ya caducadas o que ya no tenían razón de ser, en una labor de limpieza normativa.

Como viene siendo tradicional en la legislación urbanística española, esta ley configura la actividad urbanística como función pública, de acuerdo con un principio también tradicional en el ordenamiento urbanístico español  del desarrollo sostenible; en sintonía con la evolución legislativa desde la Ley de Suelo de 2007 y la Ley 8/2013, de 26 de junio, de rehabilitación, regeneración y renovación urbanas. 

Introduce novedades importantes en los tres grandes ejes tradicionales de la regulación urbanística: régimen del suelo y planeamiento, gestión y disciplina urbanística.

En materia de planeamiento, aunque sigue considerando el plan general como un instrumento omnicomprensivo, que contiene la ordenación detallada en suelo urbano y cuya elaboración es un proceso muy complejo y dilatado, lo mismo que su revisión, ha procurado regular aligerar en el procedimiento de elaboración de los planes generales, dada su complejidad, por la proliferación de informes sectoriales, preceptivos y vinculantes, impuestos por la legislación sectorial, estatal o autonómica,

Para corregir agravios comparativos, la ley parte de la distinción ya existente entre determinaciones de ordenación estructural y de ordenación detallada y diferencia dos instrumentos de ordenación, uno (el plan general) para las determinaciones estructurales y otro (el plan de ordenación detallada) para el detalle y desarrollo de las primeras. Esto supone descargar del contenido del PGOU y limitarlo a la definición del modelo territorial. La ley también aclara la delimitación de competencias entre ayuntamientos de población superior a los 10.000 habitantes y consejos insulares en los procesos de aprobación del planeamiento a los que corresponde el control de la ordenación estructural (determinaciones de ámbito supramunicipal-territorial), mientras que la ordenación detallada (determinaciones de ámbito municipal, fundamentalmente urbana) se reserva a la autonomía municipal.

Las ventajas más importantes de la nueva regulación de los planes generales son:

· Simplificación de la documentación (memoria general, normas urbanísticas globales y planos únicamente de gran escala), que facilita la comprensión del modelo de ordenación planteado, al establecer sólo las determinaciones estructurales. 
· Fomento de la presentación de alegaciones centradas en el interés general, no tanto en los intereses concretos de los propietarios de suelo.

Los planes de ordenación detallada pueden formularse con gran flexibilidad, bien incluyendo toda la ordenación detallada correspondiente a las tres clases de suelo, o bien tramitando varios planes independientes, pero coordinados entre sí, en función de las demandas socioeconómicas y urbanísticas y de criterios de oportunidad política. También pueden elaborarse para ámbitos muy concretos, como el centro histórico, ensanches, el desarrollo de un sector residencial o turístico, etc., y su modificación es más fácil, sin necesidad de alterar el planeamiento general.
En materia de gestión urbanística, la legislación anterior era más bien parca, limitándose a la regulación de los clásicos sistemas de actuación (compensación, cooperación y expropiación), configuraba los dos primeros como modalidades de la reparcelación, y algunos procedimientos destinados a la edificación y la rehabilitación edificatoria sobre la base del deber de edificar y conservar las edificaciones. No profundizó su desarrollo ni incorporó técnicas relevantes ya previstas en otras legislaciones autonómicas. La nueva ley desarrolla en este punto a la legislación básica estatal, adaptándola a las peculiaridades territoriales y a la actividad económica y empresarial, pública y privada de la C.A.
La nueva ley desarrolla las cinco técnicas instrumentales que mejoran la transparencia en los procedimientos de reclasificación y recalificación de suelo, refuerzan la participación pública en la proporción adecuada y justa en el reparto de las plusvalías generadas por la acción urbanística, fomentan los procesos de concertación entre propietarios, empresarios y administración en proporción a los derechos que cada uno representa y tratan de garantizar un crecimiento urbano equilibrado y sostenible en términos económicos, sociales y ambientales.

Las cinco técnicas son: 
a) Las memorias de viabilidad económica, que tienen por objeto el análisis de la rentabilidad económica de las actuaciones urbanísticas de iniciativa privada que supongan un incremento de aprovechamiento respecto del atribuido por el planeamiento anteriormente vigente; esto es, los procesos de reclasificación o de recalificación de suelo que, en virtud de revisiones o modificaciones puntuales del planeamiento, suponen un incremento de la plusvalía. Se realiza mediante un estudio económico comparado de costes e ingresos aplicado a las dos situaciones, la inicial y la propuesta, lo que permitirá desvelar las plusvalías que estos procesos generan. Se pretende con esta medida transparencia puesto que estos estudios deben someterse a información pública. En última instancia se busca dificultar al máximo eventuales procesos de corrupción.

b) Los informes de sostenibilidad económica, dirigidos a evitar los impactos negativos en las haciendas públicas mediante la consecución de un equilibrio en la relación de ingresos tributarios y de gastos de mantenimiento ocasionados por la cesión a la administración de los suelos dotacionales públicos e infraestructuras que aquella recibe en el marco del proceso de producción de ciudad, tienen como objetivo imposibilitar la generación de déficits en la gestión municipal de estos suelos públicos y dimensionar racionalmente los ámbitos de ejecución urbanizadora, ya que deben adecuarse a la capacidad de absorción por el mercado de los productos inmobiliarios que de ellos se deriven. En última instancia el objetivo es evitar la aparición de espacios urbanizados pero sin edificación ni habitantes.

c) Las actuaciones de dotación tienen por objeto garantizar el mantenimiento del equilibrio entre aprovechamiento y dotaciones públicas en la evolución del suelo urbano. Su finalidad radica en evitar los crecimientos con déficits dotacionales que se producían en la ciudad consolidada. Esta técnica supone que cualquier incremento de aprovechamiento atribuible a una o varias parcelas edificables en el suelo urbano respecto del planeamiento anterior, exige la previsión de una reserva de suelos dotacionales públicos que satisfagan las demandas sociales derivadas de los nuevos usuarios, posibilitando la obtención gratuita por la administración de estos suelos dotacionales públicos en la ciudad consolidada, en régimen de equidistribución entre los beneficiados por el incremento de aprovechamiento.

d) Los complejos inmobiliarios permiten la coexistencia de usos de dominio público con usos de dominio privado compatibles con los anteriores, localizados en una misma edificación, con el fin de facilitar la obtención y la disposición de las dotaciones públicas. Resulta una forma de potenciar la sostenibilidad urbana y la mezcla de usos.

e) La ejecución sustitutoria concertada, como técnica dirigida al acuerdo entre propiedad inmobiliaria y empresario-promotor, pero sometida a un control público estricto. Es aplicable a actuaciones urbanizadoras de reparcelación sistemática y a actuaciones de edificación, superados los plazos previstos para edificar o rehabilitar. 
En el primer caso, si se actúa por cooperación, la administración actuante podrá seleccionar, por concurso, a un empresario privado (empresario-urbanizador) que ejecute la urbanización en nombre de la administración y bajo su dirección y control, y repercutirá los costes de producción sobre las personas propietarias. Estas recibirán, en este caso, en la reparcelación, la totalidad de las parcelas edificables que les corresponda en proporción a sus derechos, y el empresario-urbanizador recibirá, a cambio, unos honorarios de gestión determinados en el concurso.

El segundo supuesto consiste en que el empresario-urbanizador asume los costes de producción a cambio de parcelas edificables de valor equivalente a los costes materializables en la reparcelación, contraprestación que también estará determinada en el concurso. 
En las actuaciones de edificación, también es posible la selección de un operador privado (empresario-edificador o rehabilitador) que, sin necesidad de convertirse en beneficiario privado de la posible expropiación del inmueble (por incumplimiento del deber de edificar/rehabilitar), asuma la facultad de edificar/rehabilitar el inmueble mediante la convocatoria de un concurso público efectuada por la administración con sujeción a un pliego de condiciones estricto.

La disciplina urbanística, a diferencia de la regulación anterior, se engloba en un único título, organizado en cinco grandes bloques: la inspección urbanística, las infracciones urbanísticas, las sanciones que corresponden a las infracciones urbanísticas, las licencias incompatibles con la ordenación urbanística y los procedimientos en materia de disciplina urbanística.

Aclara que solamente hay dos procedimientos ante una infracción urbanística: el sancionador y el de restablecimiento tanto de la legalidad como de la realidad física alterada. Se establece una sanción concreta para cada infracción.

Los consejos insulares y las agencias y los consorcios supramunicipales pasan a asumir todas las competencias en suelo rústico protegido, posibilitando que puedan subrogarse en la competencia municipal de ejecución subsidiaria y de imposición de multas coercitivas para las órdenes de demolición dictadas por los ayuntamientos.

Se introducen medidas que aumenten la efectividad de la administración ante la evidente indisciplina urbanística, se introduce la responsabilidad administrativa para las autoridades y los cargos públicos que, con conocimiento de causa y teniendo la posibilidad de impedirlo, permiten esa indisciplina.

Se regula por primera vez en la legislación urbanística balear el plazo máximo para la ejecución subsidiaria de las órdenes de demolición. Se simplifica la ejecución de las órdenes de demolición, de manera que quedan exentas de licencia urbanística previa. En su lugar, se propone un sencillo sistema similar a la presentación de los proyectos de ejecución de manera que si, presentado el proyecto de demolición, el ayuntamiento no resuelve en el plazo de un mes, ya se inicia el plazo para ejecutar la demolición.

- Decreto Ley 1/2018, de 19 de enero, de medidas urgentes para la mejora y/o la ampliación de la red de equipamientos públicos de usos educativos, sanitarios o sociales de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears. (BOIB núm. 10, de 20 de enero).

Este decreto ley responde a la urgente necesidad de adoptar medidas legislativas para permitir la inversión pública que dote a la C. A., densamente poblada y con gran afluencia de turismo, de equipamientos educativos, sanitarios y sociales, de calidad para atender las necesidades más básicas.

La revisión de la planificación urbanística ha puesto de manifiesto nuevas demandas asistenciales básicas que no están previstas en la programación del planeamiento existente, lo cual requiere modificaciones del planeamiento general u otras tramitaciones administrativas, muy dilatadas en el tiempo.

El Decreto Ley busca la simplificación del proceso para conseguir esos equipamientos básicos en el menor espacio de tiempo. En concreto, tiene por objeto impulsar la mejora y/o ampliación de la red de equipamientos públicos, establecer medidas de agilización y simplificación de procedimientos administrativos relativos a la ejecución de obras públicas para dotaciones y regular los efectos de la declaración de inversiones de interés autonómico en Islas Baleares “con la finalidad de atender la creciente demanda de servicios y prestaciones en estos ámbitos”. 

A los efectos del DL se consideran “equipamientos públicos de usos educativos, sanitarios y sociales de la C. A. de Islas Baleares”, los promovidos, financiados y/0 desarrollados por la C. A. o sus entes instrumentales de derecho público, a los que resultará de aplicación la Ley de Medidas urgentes para el Impulso de la Inversión en las Islas Baleares.
El Capítulo I del DL regula unas normas para la ejecución de esos equipamientos:

1. Redacción y aprobación de proyectos de obras para ejecutar en terrenos propiedad de otras administraciones. Una vez recibida la comunicación de la voluntad de la otra administración de poner a disposición los terrenos a favor de la C. A. o sus entes instrumentales, a estos corresponde la redacción y aprobación del proyecto de obras, sin perjuicio de instrumentar la cesión de la titularidad de los terrenos o el otorgamiento del título habilitante para la ejecución de las obras.
2. Modificación, agregación o cambio de un uso específico en estos equipamientos por el Gobierno autonómico, previo informe municipal, siempre que el uso específico esté dentro de los comprendidos en los usos globales educativos, sanitarios y sociales, que no se alteren los parámetros urbanísticos previstos en el planeamiento municipal. Este acuerdo que tiene efectividad inmediata, deberá incorporarse al planeamiento urbanístico cuando se lleve a cabo la revisión o modificación del mismo.

3. Reforma interior de las edificaciones. Para iniciar actuaciones de reforma interior u otras actuaciones que no estén expresamente excluidas de comunicación previa, la consejería o el ente instrumental presentará la comunicación al ayuntamiento del municipio donde se localice el equipamiento público. Comunicación a la que se adjuntará el proyecto. En 15 días el Ayuntamiento debe emitir informe, pudiendo iniciar las obras al día siguiente a haberse cumplido este plazo. 
Si la actuación no necesita proyecto técnico, las obras podrán iniciarse al día siguiente de la presentación de la comunicación.

En el caso de que se trate de actuaciones sujetas a licencia urbanística, el ayuntamiento resolverá expresamente y notificará en el plazo máximo de 45 días naturales, siendo positivo el silencio administrativo, con el efecto de poder iniciar las obras al día siguiente de cumplido este plazo.

El Capítulo II regula la declaración de un equipamiento público de uso educativo, sanitario o social como inversión de interés autonómico de las Islas Baleares. La declaración se efectúa por el Consejo de Gobierno de la C. A., debiendo identificar los terrenos donde se ubica o ubicará el equipamiento público, indicará la Administración a la que corresponde la titularidad del mismo y determinará el uso concreto del equipamiento, señalando el sistema general de equipamiento al que se adscribe, o su calificación y clasificación urbanística, si ya existe. 
La declaración de un equipamiento público de uso educativo, sanitario o social como inversión de interés autonómico tiene como efectos:

a) Los terrenos donde se acuerde la ubicación se califican automáticamente como sistema general de equipamientos y, en caso de situarse en suelo rústico no pueden ubicarse en suelo rústico protegido.

b) Las determinaciones urbanísticas del equipamiento serán las requeridas por el proyecto necesario para ejecutar la actuación, sin que dependan del desarrollo territorial o urbanístico previo ni de los instrumentos de gestión correspondientes. Son inmediatamente efectivas.

c) El proyecto de edificación responderá a las necesidades funcionales y edificatorias del equipamiento propuesto y cumplirá las normas de habitabilidad, accesibilidad, seguridad y actividades.

d) Para la ejecución de las obras no es necesaria la obtención de ningún tipo de licencia o autorización insular o municipal. El proyecto debe presentarse en dos años e iniciar  la ejecución en otros dos años.

e) Es obligatorio que el Ayuntamiento incorpore al planeamiento urbanístico la regularización urbanística del equipamiento público ejecutado.

II. NOVEDADES JURISPRUDENCIALES. 

Como ya hemos indicado más arriba, recientemente se ha publicado la Sentencia 143/2017, de 14 de diciembre, que resuelve el recurso de inconstitucionalidad interpuesto por el Consejo de Gobierno de la Generalitat de Cataluña, que anula varios artículos de la Ley 8/2013, de 26 de junio, de rehabilitación, regeneración y renovación urbanas y, en correspondencia, también anula los artículos del TRLS de 2015 que son idénticos.

Las sentencias del Tribunal Supremo que destaco analizan los límites del principio de autonomía local, el principio de cautela y acción preventiva en las actuaciones administrativas o el principio de desarrollo sostenible, así como la necesidad de aprobación definitiva de los instrumentos de planeamiento previo a la aprobación de los instrumentos de gestión y urbanización.
De los Tribunales Superiores de Justicia he incluido dos sentencias del de Aragón y otras del TSJ de la Comunidad de Madrid. Las primeras relativas a la admisión en suelo no urbanizable de repoblación forestal de determinadas actividades de interés público relativas a infraestructuras y sobre imposibilidad de disolución de las Juntas de Compensación cuando no han satisfecho sus obligaciones, así como la no aplicabilidad del silencio administrativo a las solicitudes planteadas por la JC. Las de Madrid se refieren a la aplicabilidad de cuestiones sociales en materia de restablecimiento de la legalidad urbanística infringida y a los límites de las instrucciones de servicio, ambas de gran interés, a mi juicio.

Para finalizar, y pese a que todavía no es una sentencia firme, he incluido la sentencia del Juzgado de lo Contencioso nº 3 de los de Zaragoza, que confirma la legalidad del acuerdo del Ayuntamiento de Zaragoza de otorgamiento de una licencia de demolición en la factoría Averly, por los comentarios que suscitó el asunto en la prensa local. 

1.- TRIBUNAL CONSTITUCIONAL.

- Sentencia 143/2017, de 14 de diciembre, que resuelve el recurso de inconstitucionalidad interpuesto por el Consejo de Gobierno de la Generalitat de Cataluña en relación con diversos preceptos de la Ley 8/2013, de 26 de junio, de rehabilitación, regeneración y renovación urbanas. (BOE núm. 15, de 17 de enero de 2018).
La Generalitat de Cataluña impugna los artículos 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11, 12, 13, y 15, la disposición transitoria primera, el apartado quinto de la disposición final duodécima -en cuanto da nueva redacción a los apartados séptimo y octavo del artículo 9 de la Ley de suelo (texto refundido aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio)- y la disposición final decimoctava de la Ley 8/2013, de 26 de junio, de rehabilitación, regeneración y renovación urbana.

En el fundamento 2 analiza la competencia urbanística autonómica y los títulos competenciales estatales en base a los cuales se dictó la referida ley, para concluir que la asunción por la C. A. de competencias exclusivas en materia de urbanismo no autoriza a desconocer las que asisten al Estado en virtud del art. 149.1 CE, de tal manera que la competencia autonómica coexiste con las que ostenta el Estado, cuyo ejercicio puede condicionar, lícitamente, la que las CC. AA. ostentan sobre ese sector material.
La sentencia estudia la constitucionalidad del texto impugnado agrupando los artículos en tres bloques temáticos:

1. los que regulan el informe de evaluación de los edificios (arts. 4, 5 y 6 y D.T. 1ª y D.F. 18ª); 
2. los que regulan las operaciones de rehabilitación, regeneración y renovación urbana (arts. 7 a 15) y
3. el que impone la autorización para determinados usos del suelo y actividades jurídicas, y regula el sentido negativo del silencio (apartado quinto de la D.F. 12ª en cuanto da nueva redacción a los apartados séptimo y octavo del artículo 9 de la Ley de suelo, TRLS 2008). 
Desde ahora se avanza que, además de declarar la pérdida sobrevenida del objeto del recurso en lo relativo a los arts. 5, relativo a la coordinación administrativa, y 13.2.b) de la Ley 8/2013, relativo a la ejecución subsidiaria a cargo de la Administración pública, porque ya no aparecen en el TRLSyRU 2015, que derogó la de 2013, declara la inconstitucionalidad de los apartados segundo, tercero, cuarto, quinto y sexto del artículo 4, el artículo 6, la D.T. 1ª y la D. F. 18ª de la Ley 8/2013, todos ellos relativos al informe de evaluación de edificios.

Por lo que hace al bloque de artículos que regula las operaciones de rehabilitación, regeneración y renovación urbanas, el TC declara la inconstitucionalidad de los artículos 9.2; el segundo párrafo del art. 10.1; 10.2; el inciso “o sujetos a cualquier otro régimen de protección” del art. 10.5; letras a), b), c), d) y e) del art. 11; el inciso “y su sujeción a los derechos de tanteo y retracto a favor de la Administración actuante” del art. 12.1 a); art. 12.1 c); art. 13.1; el inciso “Asimismo, la liberación de la expropiación no tendrá carácter excepcional, y podrá ser acordada discrecionalmente por la Administración actuante, cuando se aporten garantías suficientes, por parte del propietario liberado, en relación con el cumplimiento de las obligaciones que le correspondan” del art. 13.2 a); art. 13.3, salvo el inciso “Asimismo podrán suscribirse convenios de colaboración entre las Administraciones Públicas y las entidades públicas adscritas o dependientes de las mismas, que tengan como objeto, entre otros, conceder la ejecución a un Consorcio previamente creado, o a una sociedad de capital mixto de duración limitada, o por tiempo indefinido, en la que las Administraciones Públicas ostentarán la participación mayoritaria y ejercerán, en todo caso, el control efectivo, o la posición decisiva en su funcionamiento” y el inciso “o, en su defecto, por el artículo siguiente” del art. 15.1 de la Ley 8/2013.
Respecto a los artículos que regulan los instrumentos de control previo y los efectos del silencio administrativo, el TC declara inconstitucionales el art. 9.8 a) salvo el inciso “Movimientos de tierras, explanaciones” y el inciso “y, en todo caso, cuando dicha tala se derive de la legislación de protección del dominio público” del artículo 9.8 d) del TRLS 2008, en la redacción que le da la D.F. 12ª.5 de la Ley 8/2013. Por el contrario, considera constitucionales el inciso “construcción e implantación de instalaciones” del artículo 9.8 b) y el artículo 9.8 c) del TRLS 2008, en la redacción que le da la D.F. 12ª.5 de la Ley 8/2013, siempre que se interpreten de conformidad con el fundamento jurídico 23. 
El TC también declara la constitucionalidad e inconstitucionalidad de los correspondientes artículos del TRLSyRU 2015.

A continuación analizaremos cada uno de los tres bloques de artículos que divide la sentencia:
1. Al informe de evaluación de edificios se refieren los fundamentos de derecho 3 a 8. En primer lugar reconoce que este informe trae causa de los arts. 21 y 22 del RD Ley 8/2011, que fue declarado inconstitucional por la STC 5/2016, si bien, como advierte ésta última, “lo ha sustituido por un instrumento más amplio de la evaluación de los edificios que comprende ahora, además de la evaluación del estado de conservación del edificio, también la de las condiciones básicas de accesibilidad universal y de eficiencia energética.

La inspección y elaboración del informe impugnado no se encomienda a la Administración competente sino a profesionales privados, salvo en el caso de edificios propiedad de las administraciones públicas. Este informe tiene valor informativo, sirve a los efectos del control del deber de conservación y establece la obligación de externalizar la función pública de inspección y control para el ejercicio de las competencias administrativas de otras administraciones públicas. Salvo la certificación energética del edificio, el resto de los contenidos del informe es susceptible de ser reemplazado por el IIT que, según la STS 572016, corresponde regular a las CC.AA.

Teniendo presente el contenido y finalidad del primer grupo de preceptos impugnados, de acuerdo a su configuración legal, el TC manifiesta que “el informe de evaluación de edificios se asienta sobre el deber de conservación que atañe a todo propietario de inmueble, siendo un instrumento al servicio de la obligación tradicional que tiene el propietario de garantizar en todo momento la seguridad, la salubridad y el ornato del inmueble, con el que se aspira también, simultáneamente, a obtener y proporcionar a las Administraciones públicas información útil para mejorar e incrementar la sostenibilidad ambiental, social y económica del propio núcleo urbano”, estando ambas cuestiones relacionadas con las competencias autonómicas en materia de urbanismo.
Reconoce el TC que “de las tres evaluaciones que componen el informe de evaluación, sólo una, el certificado de eficiencia energética, tiene relación o incidencia directa en el medio ambiente y la energía, pues tiene un valor orientativo sobre la eficiencia energética y el cumplimiento de los compromisos de España con Europa en el horizonte 2020. (…) Pero ni el título competencial del artículo 149.1.23 CE, ni el del artículo 149.1.25 CE amparan, dados sus contenidos, los otros dos aspectos del informe impugnado, esto es, la evaluación del estado de conservación del edificio y de las condiciones de accesibilidad. En definitiva, si bien la certificación de eficiencia energética está amparada por los títulos competenciales del artículo 149.1.23 y 25 CE, no lo están, sin embargo, las otras dos evaluaciones que el informe incorpora (así, STC 5/2016, FJ 4, respecto a la imposibilidad de incardinar en el artículo 149.1.23 CE la inspección técnica de edificios regulada en el Real Decreto-ley 8/2011”).
Para abundar estas afirmaciones, el TC analiza si esas dos evaluaciones pueden tener amparo en los art. 149.1, números 1 y 13 CE, llegando a decir que no son significativas para la economía general, no estamos ante un criterio global de ordenación de un sector económico concreto, y ni siquiera ante una medida ejecutiva necesaria para alcanzar los objetivos propuestos dentro de la ordenación del sector de la vivienda. Otro tanto cabe decir de su posible amparo en la competencia exclusiva del Estado prevista en el art. 149.1.18CE. 
El TC concluye que “(…), salvo lo dispuesto en el artículo 4.1, el Estado no ostenta título competencial alguno que le permita imponer la evaluación del estado de conservación de los edificios y del cumplimiento de las condiciones de accesibilidad que, junto a la certificación de eficiencia energética, integran el contenido del informe de evaluación de edificios en los términos y con el contenido previstos en la de la Ley 8/2013”. Por tanto, declara la inconstitucionalidad del artículo 4 de la Ley 8/2013 (excepto el apartado 1), y del artículo 6, la disposición transitoria primera y la disposición final decimoctava, por su carácter instrumental; inconstitucionalidad que extiende  a los artículos 29, excepto su apartado primero, y 30, la disposición transitoria segunda y la disposición final primera del TRLS 2015, porque reproducen el contenido de los preceptos de la Ley 8/2013 impugnados.

2. El grueso de la STC se dedica al examen de aquellos artículos que regulan las operaciones de rehabilitación, regeneración y renovación urbanas, dedicando los fundamentos de derecho 9 a 20.
Se impugnan los artículos 7, 8, 9, 10, 11, 12, 13 y 15 de la Ley 8/2013, del título II «Las actuaciones sobre medio urbano», que regulan, junto con los artículos 14, 16, 17 y 18 de la Ley 8/2013 -que no han sido recurridos- el régimen jurídico de este tipo de las actuaciones que afectan al suelo urbanizado, por entender que el Estado no tiene competencia para establecer el régimen jurídico de unas concretas actuaciones urbanísticas que corresponde regular a las CC. AA. La recurrente entiende que el Estado no puede recurrir a técnicas urbanísticas para el desempeño de sus competencias, que estos artículos contienen una regulación puramente urbanística. 
En el análisis de los preceptos impugnados, el TC reitera que este Tribunal tiene afirmado que aunque al legislador estatal no le está permitido definir o predeterminar las técnicas urbanísticas que al legislador autonómico corresponde libremente arbitrar al configurar su modelo urbanístico y territorial, sí puede aludir a conceptos y técnicas urbanísticas cuando lo haga en términos puramente instrumentales, necesarios para el ejercicio por el Estado de sus competencias. 
La competencia que atribuye al Estado el artículo 149.1.13 CE “cuando afecta a la competencia urbanística de las Comunidades Autónomas, ha de verse complementada además por una interpretación finalista o teleológica, de modo que tan sólo aquellas normas básicas que respondan efectiva y estrictamente a la planificación económica podrían encontrar cobijo en el referido título, que impide la producción de normas que, aunque relacionadas con esa planificación general, no guarden esa inmediata y directa relación con la dirección de la economía (SSTC 61/1997, FJ 36; 112/2013, FJ 3, y 141/2014, FJ 5)”.
Con estos condicionantes, el TC examina uno por uno los artículos impugnados.

Respecto del art. 7
 de la Ley 8/2013, el fundamento jurídico 13 recuerda que la STC 141/2014, que analizó la conformidad con el orden constitucional de distribución de competencias del art. 2 de la Ley 8/2007, reconoció el principio de desarrollo sostenible como una directriz de desarrollo de las políticas que tienen incidencia sobre el suelo. El Estado no está legitimado únicamente para enunciar sin más este principio sino también para darle contenido, al amparo del art. 149.1.13 y 23 CE y concluye que “el art. 7 dota de contenido a esos principios y los aplica a las políticas de transformación de la ciudad. Tiene por finalidad definir, con carácter general, el ámbito objetivo en el que han de desarrollarse las actuaciones de regeneración o renovación urbanas. El precepto no vulnera las competencias autonómicas con las que se relaciona, pues no regula concretas actuaciones sobre el suelo urbano ni predetermina las técnicas o instrumentos urbanísticos a utilizar por las Administraciones competentes en ejercicio de sus facultades en materia de urbanismo y ordenación del territorio. Por el contrario, establece lo que podría considerarse tanto una directriz general de naturaleza económica, dictada al amparo del artículo 149.1.13 CE, que busca orientar las políticas públicas en materia urbanística para la dinamización de un sector económico concreto, como es el de la rehabilitación y regeneración de las ciudades, como una concreción del principio de desarrollo sostenible en este concreto ámbito, amparada por el artículo 149.1.23 CE”, por lo que mantiene su constitucionalidad.

Respecto del art. 8
 de la Ley 8/2013, el TC reconoce que encuentra acomodo en el art. 149.1.1 CE. Afirma la constitucionalidad de los apartados a) y b) del artículo 8 de la Ley 8/2013, puesto que “encuentran amparo en el artículo 149.1.1 CE, en cuanto concretan el alcance del deber de los propietarios de costear las obras a realizar en las operaciones sobre suelo urbano, esto es, determinan las condiciones básicas del derecho constitucional de propiedad, y, en concreto, del derecho de propiedad urbana”. A ello añade que el art. 149.1.8 CE legitima la obligación de costear las obras impuesta a los titulares de un derecho de uso de los citados inmuebles, así como lo que atañe a la regulación de las relaciones entre los propietarios y titulares del derecho de uso a falta de previsión en el contrato o negocio jurídico que les atribuya este derecho, o a la obligación de los propietarios de las fincas o de elementos separados de uso privativo, de contribuir en los términos de los estatutos de la comunidad, agrupación de comunidades o de la cooperativa en los gastos en que incurran estas últimas. Respecto del apartado c), contempla dos supuestos que delimitan igualmente el ámbito del deber legal de los propietarios de costear las obras en las actuaciones de regeneración o renovación urbana. 
Por lo que se refiere al art. 9
 de la ley 8/2013, que regula la iniciativa en la ordenación de las actuaciones, el TC mantiene la constitucionalidad del apartado primero atendiendo a la doctrina del mismo tribunal pronunciada por la STC61/1997, que permite que en la función pública urbanística colabore la iniciativa privada, entendida esta colaboración como una facultad que se reconocía a las Entidades públicas y los particulares, posibilitando su intervención en el procedimiento de elaboración de planes para que el derecho a urbanizar, cuya adquisición se condicionaba a la aprobación del planeamiento preciso en cada clase de suelo, no quedase por entero a merced de la iniciativa de la Administración. El TC entiende que “(…) la regulación de la iniciativa de las Administraciones públicas, las entidades públicas adscritas o dependientes de las mismas y los propietarios en la formulación de los planes de ordenación no invade las competencias autonómicas, siempre que se entienda que son las CC.AA. las que podrán regular para cada instrumento de ordenación cómo se articula esa posibilidad y que la alusión a las Administraciones públicas y entidades dependientes de las mismas, se refiere, por cuanto se trata de una facultad de iniciativa o propuesta, a aquellas distintas de la Administración urbanística”. 
Sin embargo, considera que el apartado segundo del art. 9 es inconstitucional porque al concretar la directriz del art. 7 excede los límites que para el Estado supone el respecto a las competencias urbanísticas de las CC. AA. La norma pretende establecer criterios que las Administraciones habrán de tener en cuenta a la hora de seleccionar entre las distintas actuaciones posibles, de tal manera que el Estado “no se limita a dotar a las administraciones con competencias urbanísticas de instrumentos para que puedan, si lo estiman pertinente, acometer obras de rehabilitación, reforma y regeneración urbanas, sino que las obliga a llevarlas a cabo en esos supuestos, lo que supone un exceso en cuanto que vacía de contenido sus competencias en materia urbanística”. Por esta razón, también declara inconstitucional el art. 4.4 TRLSyRU.
Mayor detenimiento merece el examen de la constitucionalidad del art. 10
 Ley 8/2013, cuya redacción difiere sustancialmente de la contenida en la LES, respecto de cuyo art. 110.4 la STC 174/2013 declaró la pérdida del objeto del recurso de inconstitucionalidad.

El art. 10.1 establece, junto con la obligatoriedad de incorporar el informe de sostenibilidad económica, dos exigencias para las actuaciones que supongan alterar la ordenación urbanística vigente. La remisión de la regulación de los trámites a la legislación aplicable y la posibilidad de que el procedimiento sea el de las normas reglamentarias, en realidad suponen una remisión a las normas autonómicas,  y supuesto que no contienen determinaciones sobre los procedimientos de aprobación de la ordenación urbanística de las actuaciones sobre el medio urbano, no vulneran las competencias autonómicas por cuanto no imponen las condiciones en que las CC.AA. podrán regular los instrumentos de ordenación de este tipo de actuaciones. 
La exigencia de la incorporación a esos instrumentos de ordenación del informe o memoria de viabilidad económica fue declarada constitucional por la STC 141/2014, y ello pese a que el contenido del art. 11 de la Ley 8/2013 es más reducido que el del art. 15.4 TRLS, porque la finalidad del artículo no es otra que preservar la racionalidad económica desde el punto de vista de las cargas y beneficios que supone la operación para los propietarios, como forma de garantizar que, en la práctica, sean llevadas a efecto. Por ser ésta su finalidad, el TC rechaza que el informe guarde conexión alguna, siquiera instrumental, con el principio de equidistribución, que agota su virtualidad en el reparto entre los propietarios y según su aportación, de las cargas y beneficios que conlleva la urbanización, de acuerdo con lo establecido en el planeamiento. En cambio, si entiende que encuentra amparo en las bases y coordinación de la actividad económica (art. 149.1.13 CE).

La previsión contenida en el segundo párrafo del art. 10.1 de la Ley 8/2013, según la cual las actuaciones que no requieran de un instrumento de ordenación deben ir precedidas por la delimitación de ámbitos de actuación conjunta que podrán ser continuos, discontinuos o bien actuaciones aisladas, está ordenando la actividad de ejecución del planeamiento o de la realización de obras de rehabilitación, lo que en principio corresponde a las CC.AA. La referencia a la delimitación de los ámbitos para las actuaciones que no requieran de la modificación del instrumento de ordenación, no es instrumental para el ejercicio de otras competencias estatales, sino que se limita a imponer su existencia y a regular la forma en que deben ser delimitados, de forma conjunta o como actuación aislada, y en el primer caso de forma continua o discontinua, eliminando así la competencia de la C.A. para regular esta cuestión; razón por la cual declara la inconstitucionalidad del precepto. 
Por lo que atañe al art. 10.3 y 4 de la Ley 8/2013 para la efectividad de la implantación de ascensores o instalaciones que permitan un ahorro energético de un 30% sobre la demanda actual de los edificios, está previsto que los planes urbanísticos establezcan las técnicas que lo hagan posible.

La C.A. no discute que el Estado tenga competencias para establecer estas reglas, sino que en la medida en que vendrían impuestas por el instrumento de ejecución, convertirían al planeamiento en mero instrumento legalizador, vulnerando con ello las competencias autonómicas en materia de urbanismo.
El TC opina que estos preceptos “no condicionan concretas técnicas urbanísticas, pues a falta de una enumeración cerrada de las posibles, es el planeamiento o instrumento de ordenación el que debe determinar, en el marco de lo establecido por la legislación urbanística autonómica, las que vayan a ser utilizadas a los efectos de garantizar la efectividad de la regla enunciada”, sin que sea posible deducir de su tenor literal el planeamiento tenga que acoger lo establecido en el instrumento de ejecución; será el instrumento de ejecución el que deba acomodarse al planeamiento urbanístico o instrumento de ordenación. 
A ello añade que “no cabe entender que la regulación de un uso privativo anormal de los espacios libres exceda el mínimo común denominador que caracteriza a la legislación estatal por ser necesarios para la efectiva realización en suelo urbano de las obras de accesibilidad o ahorro energético, tanto más si se tiene en cuenta que esta solución sólo será posible cuando sea la única viable, técnica o económicamente para asegurar la accesibilidad universal o el ahorro energético contemplado, lo que corresponderá determinar a las Administraciones competentes en materia de urbanismo”, por lo que entiende que el art. 3 y 4 de la Ley 8/2013 no vulnera la CE.

En lo que se refiere al art. 10.5, relativo a las obras de mejora de la eficiencia energética y accesibilidad en inmuebles declarados de interés cultural o que cuenten con algún otro tipo de protección, el TC remite a las sentencias dictadas en una materia más específica, la protección del patrimonio histórico contra la expoliación (STC 122/2014), entendida esta actuación como un plus de protección respecto de unos bienes dotados de características especiales. La STC mencionada trató el asunto de la protección de los edificios declarados bien de interés cultural, y, ahora, el TC considera que “a sensu contrario, la competencia estatal derivada del artículo 149.1.28 CE no se proyecta sobre los bienes que por ser portadores de valores de menor relevancia, no han sido declarados de interés cultural aun cuando sean objeto de otra protección, incluida su catalogación por los planes urbanísticos, como tampoco sobre las obras de menor importancia que deban realizarse sobre los así declarados”. Por ello, declara la extralimitación estatal e inconstitucionalidad del art. 10.5 en la medida en que se refiere a todos los edificios que han sido protegidos por la declaración de bien de interés cultural, como por cualquier tipo de protección, sin distinguir para las obras que deban realizarse en los primeros en razón de su importancia o escasa entidad.

En lo que atañe al art. 11
 de la Ley 8/2013, que regula la memoria de viabilidad económica que debe acompañar tanto a los instrumentos de ordenación como de ejecución de las actuaciones de rehabilitación, regeneración o renovación urbana, aunque el TC reconoció la constitucionalidad del art. 15 de la LS 2007, que encontraba cobertura en los apartados 13 y 18 del art. 149.1 CE, en tanto que se limitaba a indicar que el instrumento de ordenación de las actuaciones de urbanización debía incluir un informe o memoria de sostenibilidad económica, la diferencia con el precepto ahora impugnado es que éste no se limita a establecer una directriz o un mandato genérico, sino que regula de forma pormenorizada cada uno de los elementos que considera necesarios para cumplir la finalidad con que ha sido diseñada esa memoria, una regulación con un elevado grado de detalle que agota la normación de la materia. Al determinar exactamente qué elementos concretos debe incluir la memoria y la forma exacta en que deben ser justificados, eliminando la competencia autonómica para desarrollarlos, el precepto básico es por sí sólo suficiente, sin necesidad de desarrollo alguno. Este grado de detalle inclina a considerar que invade el ámbito competencial autonómico en la medida en que excluye, a priori, la posibilidad de desarrollo por parte de la legislación autonómica.

Por esta razón, las letras a), b), c), d) y e) del artículo 11 de la Ley 8/2013 son inconstitucionales.

Al análisis del art. 12
 , que regula los efectos de la delimitación espacial del ámbito de actuación de rehabilitación edificatoria y de regeneración y renovación urbanas, se  refiere el fundamento jurídico 18 de la sentencia.
En el análisis del art. 12.1, reitera el TC que “el Estado no puede vincular consecuencias a un determinado momento procedimental y a una técnica urbanística concreta de la ejecución (…). No obstante lo anterior, este Tribunal afirmó en la STC 164/2001, FJ 36, que la previsión de la Ley estatal según la cual la delimitación de los ámbitos de gestión a desarrollar por expropiación conlleva la utilidad pública de las obras y la necesidad de ocupación de los terrenos a los fines de su expropiación, estaba amparada por el título competencial relativo a la expropiación forzosa” y, en la medida en que la mención a la delimitación espacial del ámbito de actuación no determina la forma en que habrá de realizarse, analiza cada uno de los efectos para comprobar si encuentran amparo en algún título competencial estatal. 
En lo relativo a la letra a) rechaza que la referencia a la declaración de utilidad pública o interés social lesione las competencias autonómicas puesto que se trata de una norma principal o mínima que no invade el ámbito competencial urbanístico. El Estado podrá establecer las peculiaridades que merezcan las expropiaciones especiales, aunque sólo con carácter principal o mínimo y en cuanto sean expresión o modulación de las garantías procedimentales generales. Esta misma conclusión resulta aplicable a la venta y sustitución forzosa en cuanto conllevan la privación forzosa de un bien por estos sistemas. En cambio, la determinación del momento en que se produce la sujeción al retracto y tanteo administrativo, cuya existencia misma depende de que las CC.AA. la hayan regulado, no tiene amparo en el artículo 149.1.8 CE ni en ningún otro título competencial estatal. Por lo tanto, declara la inconstitucionalidad del inciso del artículo 12.1.a) “y su sujeción a los derechos de tanteo y retracto a favor de la Administración actuante”.

Sobre la legitimación de la ocupación de los bienes de dominio público de titularidad municipal que sean indispensables para la instalación de ascensores u otros elementos para garantizar la accesibilidad universal (letra b), se entiende que no vulnera la CE porque entiende que se enmarcar en la competencia que asiste al Estado en materia de bienes públicos o de dominio público ex artículo 149.1.18 CE, en cuanto afecta directamente a su protección, en definitiva, regula los supuestos en que los titulares de los bienes demaniales están obligados a permitir su ocupación para usos privativos disconformes con su afectación. 
Respecto a marcar el inicio de las actuaciones a realizar de la letra d), se declara inconstitucional dado su alcance meramente urbanístico o relativo a la ejecución de las operaciones allí reguladas.

La afección real de las fincas que corresponden a elementos privativos al sostenimiento de los costes de rehabilitación y la forma de inscripción en el RP, vinculada a la autorización o conformidad de la actuación por la Administración competente de la operación, prevista en el art. 12.2, dice el TC que “… no predetermina una técnica urbanística o un momento procedimental concreto, siendo las legislaciones urbanísticas las que tendrán que determinar el instrumento mediante el que la administración da su conformidad o autoriza este tipo de actuaciones”, siendo que, además, la regulación de la afección real de las fincas forma parte de la competencia que ostenta el Estado ex artículo 149.1.8 CE; razón por la cual lo declara ajustado a la CE.

En el examen del art. 13
 de la Ley 8/2013, relativo a las formas de ejecución, el TC recuerda que el Estado carece de competencias en materia de ejecución urbanística, salvo que pueda esgrimir un título competencial específico que se las atribuya sobre otras materias que puedan resultar afectadas por la ordenación (obras públicas, ciertas infraestructuras, defensa y seguridad etc.…).

Declara la inconstitucionalidad del art. 13.1 al reconocer el TC que la norma “viene a completar, ampliándolas, las formas de ejecución de las operaciones urbanísticas o edificatorias sobre el medio urbano previstas por la legislación urbanística autonómica, lo que no tiene acomodo ni en las competencias sectoriales que se pudieran ver afectadas por la ordenación y ejecución del planeamiento, ni en el título sobre bases y coordinación de la actividad económica, dada la falta de incidencia directa y significativa en la economía general, pero tampoco en el procedimiento administrativo común salvo que este título competencial se convirtiera en un título concurrente con la competencia autonómica en materia de urbanismo”. 
Respecto del art. 13.2, la eliminación para este tipo de expropiaciones de la necesidad de consentimiento del propietario para el pago en especie tiene cabida en la competencia que el Estado ostenta en materia de expropiación forzosa, pero no la parte atinente a la liberación de expropiaciones, que, en tanto que sistema de ejecución urbanística, corresponde regular a las CC.AA., “sin que el Estado pueda ni establecer la causa de expropiar –que sigue a la competencia material– ni menos aún disciplinar su utilización y así lo afirmó este Tribunal en la STC 61/1997, FJ 28 g)”. Por esta razón, declara inconstitucional el inciso “Asimismo la liberación de la expropiación podrá ser acordada discrecionalmente por la administración actuante cuando se aporten garantías suficientes por para del propietario liberado en relación con el cumplimiento de las obligaciones que le correspondan”.

El TC también declara inconstitucional el art. 13.3, que desarrolla las previsiones del artículo 6.2
 del TRLS 2008, en la redacción que le da la D.F. 12.3 de la ley 8/2013, porque entiende que “excede con mucho de lo establecido como condiciones básicas, pues las desarrolla imponiendo la convocatoria de un concurso público, exigiendo que las bases determinen los criterios de adjudicación en función de lo que ésta determina, permitiendo que el pago de los propietarios al agente rehabilitador se pueda realizar en edificabilidad –las bases determinarán el porcentaje mínimo de techo edificado que se atribuirá a los propietarios del inmueble afectado–, y exigiendo la constitución de una asociación administrativa que se regirá por lo establecido en las legislaciones autonómicas para las entidades de conservación”; regulación que tampoco tiene cabida en el título competencial del procedimiento administrativo común, pues regulan un concreto sistema de ejecución urbanística, el de agente urbanizador y rehabilitador, invadiendo con ello la competencia que ostentan las CC.AA. en materia urbanística. 
Si declara constitucional el último párrafo del art. 13.3 relativo a la posibilidad de suscribir convenios de colaboración entre Administraciones públicas y entidades públicas adscritas o dependientes de las mismas con la finalidad de conceder la ejecución a un consorcio o una sociedad mixta, porque tiene amparo en la legislación básica estatal conformada por la Ley 40/2015, la LBRL y el TRLCSP. 
Por lo que se refiere al art. 15
, que regula las facultades de los sujetos legitimados, 
Excede de la competencia del Estado la remisión a lo establecido en el artículo siguiente al que la propia ley atribuye carácter supletorio, lo que no le cabe hacer al Estado en una materia, como el urbanismo, que corresponde a la competencia exclusiva de las Comunidades Autónomas. Por esta razón declara declarar la inconstitucionalidad del inciso «o en su defecto, por el artículo siguiente» del artículo 15.1. 
Sobre este punto hay que hacer mención al voto particular formulado por el magistrado D. Ricardo Enríquez Sancho, al que se adhirió el Magistrado D. Antonio Narváez Rodríguez, en la medida en que el art. 15.1 hay que interpretarlo junto con el art. 16, que en modo alguno tiene carácter supletorio. La sentencia no ha analizado este último artículo y si lo hubiera hecho, el resultado hubiera sido distinto y no hubiera concluido con la supletoriedad del art. 15.1 de la Ley 8/2013. 
Sin embargo, si mantiene la constitucionalidad del art. 15.2, en cuanto que establece que «la participación en la ejecución de las actuaciones previstas en esta ley se producirá, siempre que sea posible, en régimen de equidistribución cargas y beneficios» porque se limita referirse a esta técnica urbanística con la finalidad de garantizar la igualdad en el ejercicio del derecho de propiedad.
El art. 15.3 está vinculado al art. 15.1, que regula quienes pueden participar en la ejecución de las actuaciones de rehabilitación edificatoria y en las de regeneración y renovación urbanas, pero no es contrario al orden competencial “en la medida en que las facultades a las que hace referencia dependerán de lo que al respecto disponga la legislación urbanística en punto a la concreción del principio o criterio general de participación en la ejecución de las actuaciones de regeneración urbana”. 
3. Finalmente, a la imposición de la autorización para determinados usos del suelo y actividades jurídicas, y la regulación del sentido negativo del silencio (apartado quinto de la D.F. 12ª, en cuanto da nueva redacción a los apartados séptimo y octavo del artículo 9 de la TRLS 2008), se refieren los fundamentos jurídicos 21 y siguientes. 
Sobre este particular, la STC adelanta que esta regulación del silencio administrativo estaba contenida previamente en el art. 23 del RD Ley 8/2011, que fue declarado inconstitucional por STC 29/2015, porque vulneraba lo dispuesto en el art. 86.1 CE.
La impugnación se refiere al inciso primero del artículo 9.7
 y al art. 9.8
 del TRLS 2008.

La Ley 8/2013 invoca como títulos competenciales para el dictado de la DF 19ª, además del general del artículo 149.1.13 CE, los contemplados en el artículo 149.1.1, 16,18 23 y 25 CE, mientras que la DF 1ª del TRLS invoca para el dictado de su artículo 9 los títulos del artículo 149.1.1, 13, 18 y 23 CE. Por su parte, la C. A. entiende que forma parte de su competencia la regulación de las formas de intervención administrativa y el sentido del silencio.
El TC considera que el apartado séptimo del art. 9 no excede de las competencias que ostenta el Estado, que pueden incidir legítimamente en la competencia exclusiva autonómica en materia de urbanismo, porque .este art. obliga una intervención administrativa de conformidad, aprobación o autorización que habrá de ser establecida por la legislación autonómica; previsión ésta que debe reconducirse al título competencial de bases del régimen jurídico de las Administraciones públicas, el mismo que legitima el artículo 81 LBRL, cuando establece los tipos de intervención de las entidades locales -comunicación, declaración responsable y licencia- en la actividad de los particulares. Se trata de una norma de funcionamiento que disciplina la actuación de las entidades locales, incidiendo directamente en los derechos de los particulares y en la forma de ejercitarlos, y por tanto, en su tratamiento común por las administraciones públicas. 
Aunque el apartado impugnado no se limita a reproducir el artículo 81 LBRL, sino que exige, además, que la Administración intervenga los usos edificatorios, no excede del concepto de lo básico en la medida en que establece un mínimo común, justificado por la complejidad técnica del uso y los valores a proteger -salud, seguridad y bienestar de los ciudadanos- dejando margen a las Comunidades Autónomas para establecer, en función del tipo de edificación de que se trate, cuál de las formas de intervención resultará preceptiva. 
En cuanto al análisis del art. 9.8 TRLS 2008, el TC analiza cada uno de los procedimientos urbanísticos afectados, para determinar si el Estado ostenta algún título competencial que pueda dar cobertura a la regulación del sentido negativo del silencio administrativo. 

Respecto del apartado a), contempla dos supuestos: por una parte, los movimientos de tierra y explanaciones que sean independientes de proyectos urbanización, edificación o construcción y, por otra, la parcelación, segregación u otros actos de división de fincas no incluidas en un proyecto de reparcelación y concluye que “la regulación del silencio negativo no será inconstitucional en el caso de los movimientos de tierra y explanaciones al amparo de la competencia básica del Estado en materia de medio ambiente, dada la necesidad de preservar los valores propios del medio rural. Por el contrario, la exigencia de silencio negativo en lo relativo a la división de fincas, cuya finalidad no es otra que comprobar el cumplimiento de las condiciones establecidas para su división, ya sea en suelo rural o urbanizado cuando no hay necesidad de equidistribución, vulnera las competencias autonómicas”. 
El apartado b) regula “las obras de edificación, construcción e implantación de instalaciones de nueva planta”, con independencia de la situación del suelo. El TC aclara que en el caso de la edificación, la LOE establece una serie de requisitos básicos de la edificación destinados a garantizar la seguridad de las personas, el bienestar de la sociedad y la protección del medio ambiente (art. 3), al amparo del artículo 149.1.16, 21, 23 y 25 CE (disposición final primera), los mismos títulos que amparan al Estado para determinar, como especialidad ratione materiae, el carácter negativo del silencio de la autorización que exige para este tipo de uso del suelo. No obstante, no puede concluirse lo mismo respecto de las otras construcciones e instalaciones que carecen del carácter de edificación, excluidas de la LOE. “En estos casos, cuando la construcción o implantación tiene lugar en suelo urbano o urbanizable, la autorización se limitará a verificar la adecuación del proyecto al planeamiento urbanístico vigente. En el caso del suelo rural, además de la verificación de legalidad, concurre la finalidad prevista en la legislación de preservar sus valores medioambientales. Es, por ello, que la regulación del silencio negativo no será inconstitucional, con base en el título competencial del artículo 149.1.23 CE, en los supuestos de «construcción e implantación de instalaciones» contemplado en el apartado b) pero solamente cuando las actividades y usos urbanísticos cuya autorización se solicita se lleven a cabo en suelo rural cuya transformación urbanística no esté prevista o permitida”. 
Lo mismo cabe decir del apartado c) sobre “la ubicación de casas prefabricadas e instalaciones similares, ya sean provisionales o permanentes”, que “con independencia de la situación del suelo, no será inconstitucional, con base en el título competencial del artículo 149.1.23 CE, solamente cuando la ubicación se lleve a cabo en suelo rural cuya transformación urbanística no esté prevista o permitida”. 
Respecto del apartado d), respecto de la tala de masas arbóreas o de vegetación arbustiva en terrenos incorporados a procesos de transformación urbanística, resulta inconstitucional, porque el Estado carece de título competencial para fijar el sentido del silencio administrativo, en la medida en que se realiza sobre suelos cuya finalidad es convertirse en ciudad. 
2.- TRIBUNAL SUPREMO

- Sentencia 1651/2017, de 31 de octubre, de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal Supremo que desestima el recurso de casación interpuesto contra la sentencia del TSJ de Cataluña, que desestimó el recurso contencioso administrativo contra la denegación de la aprobación definitiva de una modificación de plan especial urbanístico del catálogo de masías y casas rurales de Palafrugell. (LA LEY 155722/2017)
Esta sentencia incide, una vez más, acerca del contenido y alcance del principio constitucional de autonomía local en materia de urbanismo.
El acto recurrido es el acuerdo de la Comisión Territorial de Urbanismo de Gerona que denegó la aprobación definitiva de una modificación del Plan Especial Urbanístico del Catálogo de Masías y Casas Rurales, fundado en que la incorporación al catálogo de una construcción concreta en suelo no urbanizable no cumplía los requisitos legales de rigor para poder verse incorporada a título de casa rural susceptible de reconstrucción o rehabilitación para usos residenciales o habitacionales, sin perjuicio de que la construcción pudiera recuperarse para destino y usos agrícolas.
La sentencia efectúa un exhaustivo examen de la más reciente doctrina del Tribunal Constitucional a propósito del principio de autonomía local y su garantía institucional. 

Recuerda que en materia urbanística, la competencia de aprobación definitiva de los instrumentos de planeamiento municipal tiene un contenido preciso, que distingue según se trate de aspectos reglados o discrecionales del plan. La C. A. tiene control pleno de los aspectos reglados y respecto de los discrecionales hay que distinguir las determinaciones que afectan a un interés puramente local o municipal, o un interés superior a éste. 

Cuando el interés público concernido es municipal y no alcanza intereses que rebasen ese ámbito, la competencia es estrictamente municipal y debe prevalecer el modelo de ciudad dibujado por el Ayuntamiento.
No obstante, sí puede intervenir la administración autonómica cuando las determinaciones discrecionales del plan afecten a materias que incidan sobre intereses supralocales, vinculadas a un modelo territorial superior al municipal, en cuyo caso puede corregir, modificar o sustituir esas determinaciones discrecionales.
Aclarada esta doctrina, reconoce que en el supuesto concreto que examina concurren unos intereses que se proyectan más allá de los meros intereses locales porque lo pretendido con la modificación del plan especial era incorporar al Catálogo de masías y casas rurales una construcción concreta, sita en suelo no urbanizable, cuyo destino había sido agrario, aunque en ella hubiera residido el antiguo “masover” de la explotación agraria. Lo que rechaza el acuerdo recurrido es que la referida construcción se destine a usos residenciales y habitacionales, sin perjuicio de posibilitar la recuperación para usos tradicionales, y este rechazo entra dentro de las competencias autonómicas porque la legislación urbanística catalana encomienda a la Administración autonómica la protección de forma muy especial del suelo no urbanizable, con el fin de evitar una transformación inadecuada o irresponsable.
La sentencia de instancia, y la del TS, consideran que el control de legalidad llevado a cabo por la C. A. en una materia tan vinculada al uso racional del suelo no urbanizable no puede considerarse desmesurado o desproporcionado o, incluso, contario a la autonomía local.

Añade la STS que “es evidente que la catalogación de construcción se sitúa, normalmente, en el ámbito de las Administraciones locales, pero cuando, como en el supuesto de autos, dicha catalogación -que, en realidad es una transformación o cambio de los usos tradicionales agrícolas o ganaderos de la misma- se sitúa en el ámbito del SNU, permitiendo unos nuevos usos -ahora hoteleros-, obvio es que las competencias autonómicas sobre tal tipo de suelo surgen con evidencia y se presentan como habilitantes del control de legalidad que se ejercita”.
Abundando en esta argumentación, el TS trae a colación la aplicación del principio de desarrollo sostenible, con la consecuencia de la subordinación del planeamiento urbanístico a la planificación medioambiental, que ya estaba previsto en el TRLS de 2008. El TS manifiesta que “la vinculación de la planificación urbanística a los instrumentos de protección de espacios naturales (…) constituye, sin duda, un factor a tomar en consideración en la relación entre los ámbitos competenciales locales y autonómicos. Quiero esto decir que asistimos – con base en los principios supramunicipales que en las citadas legislaciones sectoriales se contienen- a un continuo proceso de desapoderamiento de potestades netamente urbanísticas, especialmente de las citadas potestades municipales vertebradas en torno a la técnica de la clasificación  del suelo”.

En esta misma línea, la STS concluye que el análisis de la cuestión relativa a la protección de los suelos en los que concurren valores naturales especiales y su posible desprotección debe partir de que el suelo, como dice la exposición de motivos del TRLS, además de un recurso económico, es también un recurso natural, escaso y no renovable, “y que la urbanización de tales suelos -recordemos que es la finalidad confesada de la descatalogación de parte del Monte- se nos presenta, como es el caso de la eliminación de zonas verdes, como una actuación prácticamente irreversible, capaz de comprometer el citado recurso natural -o su uso más racional-, además de proyectar consecuencias determinantes y nefastas para otros recursos naturales, tales como el agua, el aire o los ecosistemas. Difícilmente tales actuaciones tendrían encaje en las finalidades que para el urbanismo español se diseñan por la citada y reciente normativa estatal”.
Así pues, en esta sentencia, como en otras muchas del TS, se va reconociendo que el urbanismo no es una competencia aislada y que el planeamiento está subordinado a la protección medioambiental, como un ejemplo de urbanismo sostenible.
- Sentencia 16681/2017, de 7 de noviembre, de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal Supremo que desestima el recurso de casación interpuesto contra la sentencia del TSJ de Aragón, que desestimó el recurso contencioso administrativo contra la desestimación presunta del recurso de reposición al acuerdo plenario de aprobación definitiva de una modificación puntual de Plan General de Sallent de Gállego. (LA LEY 158925/2017)
El acto recurrido consistía en una modificación puntual del PGOU y permuta de terrenos por el que una parcela de uso residencial modificaba el uso para ser zona verde y la zona verde pasaba a tener uso residencial, habida cuenta la inestabilidad del terreno para soportar la edificación.
Después de resumir las conclusiones de la sentencia de instancia respecto a los alegatos de los recurrentes, pasa a examinar cada uno de los motivos de impugnación, que, en lo que tiene de interés para el caso, se resumen en:

1. Indebida valoración de la prueba. 

El TS reconoce que el Tribunal de instancia no actuó de forma arbitraria o irrazonable en el análisis de la prueba pericial, porque entiende que en la memoria de la modificación consta sobradamente la justificación del cambio de calificación de los suelos, que no es otro que la inestabilidad del terreno en las parcelas residenciales, inestabilidad que, en el caso de las edificaciones ya existentes, han supuesto la declaración de ruina y respecto de las no edificadas “no existen garantías de que ello no suceda, si se interviene sobre el subsuelo de la parcela”. Reconoce, como la sentencia de instancia, que la parcela puede ser apta para la edificación pero, pese a ello, existen dudas sobre el deslizamiento que no quedan disipadas. Todo ello, pese a la posibilidad de que la edificación pueda ser soportada por el terreno si se modifica el sistema de cimentación.
2. Inadecuada motivación del ius variandi de la Administración. 

Ya se ha indicado anteriormente que la memoria del plan justificaba adecuadamente los motivos del cambio de calificación de las parcelas, la inestabilidad del terreno. Sobre este punto, la STS añade dos principios a tener en cuenta en toda actuación administrativa y, también, en la planificación urbanística: el principio de cautela y de acción preventiva.
El principio de prevención (o cautela) supone “el actuar por si acaso llegan a aparecer daños no previstos, a veces ni siquiera imaginados. Aun cuando no se esté seguro de las consecuencias de determinadas actividades, éstas podrían ser tan nocivas que se considera necesario tomar medidas para evitarlas”. A este principio se añade el principio de acción preventiva, más integral y globalizador “puesto que abarca todos los modos de contaminación, todos los componentes del elemento del medio ambiente, tanto los físicos-naturales como los sociales y económicos (…)”.

Principios que no son exclusivo del ámbito medioambiental, que responden a la idea de la “diligencia debida”, el derecho a una buena administración o la idea de “buen gobierno” en la gestión pública, a la luz de la Carta de los derechos fundamentales de la UE (Tratado de Niza de 2000) o el Tratado de la UE de Lisboa de 2007, que pregonan adelantarse a los hechos “ante la duda de que una determinada actividad puedan deducirse ciertos riesgos, siendo preferible el error en la previsión de futuro a la pérdida de seguridad”, como en el supuesto que nos ocupa, en el que todavía no se ha producido un daño, pero existen datos que acreditan que no hay certeza científica absoluta, sino por el contrario evidencias de que el mismo puede llegar a producirse.
El TS manifiesta que “lógicamente, la precaución, la cautela, la previsión contienen una vertiente probatoria que obligaría a la Administración a justificar la existencia de razones científicas o técnicas que acreditaran la ausencia de riesgo; y ello es lo que la Administración ha realizado en el supuesto de autos, y la Sala de instancia ha confirmado”, para luego hacer referencia a la jurisprudencia de esa misma sala relativa al concepto de riesgo, en concreto, la gestión del riesgo de agua.
3. Inexistencia de informes sectoriales de otras Administraciones cuyas competencias pudieran verse afectadas.

Sobre este punto y a diferencia de lo que suele ser habitual en otras sentencias, que anulan el planeamiento por la ausencia de informes preceptivos y vinculantes, en el presente caso, el TS analiza uno a uno los informes presuntamente exigibles y concluye que ninguno de ellos era preceptivo. No era exigible informe de la CHE porque la recalificación de las parcelas no comporta nuevas demandas de recursos hídricos. Tampoco es exigible informe de la comisión de Protección Civil porque la modificación del planeamiento no comporta la existencia de situaciones de grave riesgo colectivo que pueda provocar el modelo territorial adoptado del aquella (entre otras cosas, porque no se modifica el modelo territorial del municipio). Tampoco requiere evaluación de impacto ambiental porque se trata de una modificación menor del plan general que no afecta al suelo no urbanizable y al urbanizable no delimitado, sino al suelo urbano. 

- Sentencia 1738/2017, de 15 de noviembre, de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal Supremo que estima el recurso de casación interpuesto contra la sentencia del TSJ de la Comunidad Valenciana, que inadmitió en parte y estimó en parte el recurso contencioso administrativo contra el acuerdo de aprobación del programa para el desarrollo de la acción integrada de una unidad de ejecución y, entre otras actuaciones, aprobó un plan parcial, condicionado al cumplimiento de una serie de prescripciones. (LA LEY 161285/2017)
Merece detenerse en el contenido del acuerdo recurrido, que consistió en la de aprobación del programa para el desarrollo de la acción integrada de una unidad de ejecución, la aprobación de un plan parcial, condicionada al cumplimiento de una serie de prescripciones, la adjudicación de la condición de agente urbanizador, aprobación del proyecto de urbanización, así como el establecimiento del coeficiente de canje, los plazos de ejecución y las garantías y firma del contrato.
Las prescripciones a que se condicionó la aprobación del plan parcial:

· Levantamiento topográfico a incorporar como documento del plan e integrarse en todos los planos de éste.

· Especificaciones en el plano de ordenación viaria de la disposición de las aceras, carriles y secciones.

· Plano de afecciones que incorpore las acequias existentes,

· Plano de red de reservas de suelo dotacional público.

· Definición de la parcela mínima.

· Edificabilidad neta de cada tipología, que se indicará como aproximada a determinar en el  proyecto de reparcelación.

· Desarrollo de una normativa completa para las manzanas que establezca las condiciones de edificabilidad consolidada

· Adopción de medidas de integración paisajística.

· Justificación de los estándares mínimos de aparcamiento.

· Incorporar en el Plan Parcial los informes de las administraciones públicas que deben ser emitidos: Confederación Hidrográfica, Consejería de cultura, Vías Pecuarias, Educación y Sanidad, Fomento a efectos de telecomunicaciones y el informe de sostenibilidad económica.
La sentencia del TSJCV inadmitió el recurso porque consideró que la resolución impugnada no es susceptible de impugnación ya que no era una aprobación definitiva sino una aprobación condicionada, tal y como manifestaron tanto el urbanizador como el Ayuntamiento, que exigía la publicación del documento. Por su parte, la inadmisión no afectaba al PAI y sus consecuencias, esto es, la adjudicación, plazos, garantías y contratos, al proyecto de urbanización ni al coeficiente de canje, porque son actos que no necesitan de publicación para ser eficaces. Pero como estos documentos son elementos de ejecución del Plan Parcial, y necesitan un Plan Parcial para existir, éste no ha sido publicado ni es ineficaz, supone que nos encontramos ante dos instrumentos “carentes de cobertura necesaria y descausalizados, de forma que, su aprobación definitiva, es contraria a derecho. El PAI no puede ser aprobado definitivamente si no existe un plan de ordenación que le de cobertura, plenamente eficaz; de la misma manera que un proyecto de urbanización no puede aprobarse si no está aprobada la ordenación pormenorizada del Sector. Se trata de instrumentos de gestión que no pueden ser definitivamente aprobados sin la ordenación que deben desarrollar”. Por esta razón, estima en parte el recurso contencioso administrativo y anula el PAI y el proyecto de urbanización.
Se interpuesto recurso de casación porque se entiende vulnerada la doctrina del TS que considera que la aprobación de un plan urbanístico es definitiva aunque se supedite al cumplimiento de determinadas condiciones. Las condiciones no privan a la aprobación de su carácter definitivo, de manera que el planeamiento no debe someterse a posterior aprobación, una vez constatado e cumplimiento de las condiciones señaladas.

El TS, en contra del criterio de la Sala de que el PP había sido aprobado definitivamente pero al no ser publicado era ineficaz y su plazo de impugnación no había comenzado a correr, considera que el recurso debió admitirse a trámite si se consideraba aprobado el plan parcial “al margen de las características de la aprobación producida, y al margen de que fuera o no eficaz, lo que en las demandas se planteaba era la cuestión relativa a la aprobación del mismo, en la forma en la que lo había sido; esto es, la cuestión de fondo realmente suscitada es si un plan parcial puede aprobarse con los condicionamientos que en el acuerdo de aprobación se establecían; es decir, como dice la propia Sala de instancia, si podía aprobarse un Plan Parcial, “que, prácticamente, está por hacer”. 
Concluye que la Sala debió enfrentarse al juicio de legalidad y decidir sobre los términos en los que estaba aprobado el plan parcial, puesto que no resulta posible, desde la perspectiva de la tutela judicial efectiva, dejar imprejuzgada una disposición de carácter general que la sala entiende que `prácticamente es inexistente y su contenido desconocido. El S entiende que lo que se suscitaba en el RCA era el control jurisdiccional de la aprobación definitiva y condicionada del plan parcial, con independencia de su eficacia jurídica. Sólo por esta razón estima en recurso de casación en cuanto que la sentencia de instancia inadmitió parcialmente el recurso contencioso administrativo.
En un subsiguiente paso analiza los defectos procedimentales y de fondo alegados como son la inexistencia de informes sectoriales preceptivos y vinculantes y la inconcreción de las determinaciones básicas del Plan Parcial.

Reconoce el TS que, sin perjuicio de la facultad de subsanación de deficiencias que permite el ordenamiento jurídico, “una aprobación formal sin contenido, condicionándolo, no a algún requisito o trámite concreto, sino a la determinación de la propia esencia del Plan, rebasa, con creces, el que pudiéramos considerar test de subsanabilidad, imponiéndose “el rechazo a límine”, sin que pueda alegarse el derecho de los particulares al trámite de los Planes, porque el acto de aprobación inicial es un acto de trámite, no así el acto de aprobación definitiva. 
El TS considera que el derecho a la tramitación de los Planes quiebra en los casos en que el Plan proyectado viole de forma clara, palmaria y manifiesta el ordenamiento urbanístico vigente (…), pues en tal caso razones de economía y de lógica imponen el inicial rechazo del proyecto al ser inviable o inútil la prosecución del trámite. Concluye que “(…) la aprobación de un Plan Parcial como el de autos, “que prácticamente está por hacer”, en el que no se conocen las determinaciones esenciales y substanciales del mismo, y en el que los informes imprescindibles no se han emitido, ni el trámite de audiencia pública se ha producido, en modo alguno, puede considerarse aprobado de conformidad con lo establecido en el Ordenamiento jurídico, por más que pretende justificarse tal actuación sometiéndolo a condición, pues, realmente, a lo que se somete no es a condición alguna complementaria o accidental, sino a la propia determinación del propio contenido del mismo Plan Parcial y a la realización de los más elementales trámites. La subsanación o complemento de las actuaciones administrativas cuenta con apoyo legal, pero dentro de un ámbito de lógica y racionalidad que, en supuestos como el de autos, se ven claramente sobrepasados”.

Con estas argumentaciones casa la sentencia del TSJCV, estima el recurso contencioso administrativo y anula el acuerdo municipal en su integridad por ser contrario al ordenamiento jurídico
3.- TRIBUNALES SUPERIORES DE JUSTICIA

J) ARAGÓN

- Sentencia 327/2017, de 5 de mayo, de la Sala de lo Contencioso del Tribunal Superior de Justicia de Aragón que estimó el recurso de apelación interpuesto por el Ayuntamiento de Zaragoza contra la sentencia del JCA nº 1 de Zaragoza, que, estimando el RCA interpuesto entre otros por los Ayuntamientos de Cuarte y Cadrete, anuló la licencia de actividad de estación de comprensión para la distribución de gas concedida a ENAGAS. 

La sentencia de instancia anuló la licencia de actividad (resuelta el 24 de octubre de 2006 y desestimado el recurso de reposición el 21 de abril de 2008) al considerar aplicable el RAMINP de 1961, por tratarse de una industria fabril y no poder ser emplazada a una distancia de 2.000 metros del núcleo más próximo de población agrupada, sin que fuera de aplicación la Ley de Protección Ambiental de Aragón de 2006.

Después de exponer las argumentaciones del Ayuntamiento de Zaragoza y de la empresa ENAGAS (que son coincidentes), el fundamento tercero de la sentencia del TSJA entra a valorar la concurrencia de incongruencia omisiva en la sentencia de instancia puesto que no dio respuesta adecuada a la excepción de inadmisión planteada por el Ayuntamiento de Zaragoza respecto de la falta de legitimación de los Ayuntamientos recurrentes. Declara esa incongruencia, entra al examen de la excepción y concluye que ninguno de los dos municipios ha acreditado la adopción del oportuno acuerdo del Pleno de la Corporación  para la interposición del recurso contencioso administrativo, en aplicación de lo dispuesto en el art. 21.1.k) LBRL, sin que puedan sustituir ese acuerdo el adoptado por la Junta de Gobierno o una certificación del Secretario municipal.

En cuanto al fondo del asunto tres son las cuestiones planteadas: si es o no aplicable el RAMINP, si la actividad se considera o no industria fabril y si la actividad es incompatible con la ordenación urbanística.

En orden a la primera de las cuestiones, el TSJA confirma que es de aplicación el RAMIP puesto que la solicitud de la licencia fue presentada en el registro municipal el 30 de julio de 2004 y, en aplicación de la D.T. 6ª de la Ley de Protección Ambiental de Aragón de 2006, esta no era de aplicación a los procedimientos iniciados antes de su entrada en vigor (17/09/2006, según la D.F. 5ª).
Así las cosas, analiza el contenido del RAMINP para aclarar si la actividad clasificada concedida por la licencia era o no un establecimiento fabril, porque el art. 4 de este reglamento sólo exige una distancia mínima de 2.000 metros a un núcleo de población en caso de “industrias fabriles que deban ser consideradas como peligrosas o insalubres”. El TSJA considera que la estación de comprensión de gas que se ubica en la posición 24 del Gaseoducto Tivissa-Haro, en su punto de unión con el Gaseoducto Zaragoza-Serrablo, no constituye una industria fabril puesto que su actividad es la de asegurar el flujo uniforme , dado que el transporte de gas pierde presión al recorrer grandes distancias, sin que esa actividad suponga la transformación de materias primas a través de variados procesos productivos, como hace una industria fabril, porque, pese a las nuevas corrientes jurisprudenciales que extienden el concepto de industria fabril, “el proceso de comprimir el gas para facilitar su transporte no implica transformación del mismo. Siendo la estación de compresión un elemento de la red de transporte que se limita a elevar la presión a que se ve sometido el gas a los solos efectos de su transporte. Tales instalaciones se integran en la red de transporte del sistema gasista”, como así lo indica el art. 59 de la Ley del Sector de hidrocarburos de 1998. Por estas razones, el TSJA entiende que no está sometido al límite de distancia de 2.000 metros a un núcleo de población que exige el art. 4 RAMINP.
Respecto a la pretendida incompatibilidad de la estación de comprensión de gas con la ordenación urbanística, que la sentencia de instancia proscribe de su emplazamiento en suelo no urbanizable de especial protección del monte y de repoblación forestal, el Ayuntamiento alega que no se trata de un uso productivo sino de un uso de servicios públicos en su categoría de infraestructura, que, tal y como disponen las normas urbanísticas del PGOU, está expresamente autorizado como actuaciones de interés público en el suelo no urbanizable, cuando el uso de que se trata deba ser inevitablemente emplazado en suelo no urbanizable.
El TSJA reconoce, y así debió disponerlo la sentencia de instancia, que el emplazamiento era inevitable, por la propia configuración del trazado de la conducción, la proximidad de otras infraestructuras, la idoneidad desde el punto de vista técnico y su planificación estatal, incluida entre las infraestructuras gasistas aprobada por acuerdos del Conejo de Ministros de 31 de marzo de 2006. El TSJA considera que debió haberse ponderado que la instalación es un servicio de interés general, no sólo para los aragoneses sino para el resto de las Comunidades Autónomas que atraviesa, que obtuvo todos los informes medioambientales necesarios y que su ubicación es la más idónea, en el punto estratégico a mitad del gaseoducto Barcelona-Vascongadas y en la confluencia con el gaseoducto Serrablo-Zaragoza. 
Concluye que no son aplicables los artículos del PGOU en que se fundó la sentencia apelada para considerar que los usos productivos no están permitidos en el suelo no urbanizable de protección de montes y repoblación forestal, sino aquellos que admiten el uso de infraestructuras como autorizaciones de interés público.
Con estas argumentaciones estima los recursos de apelación interpuestos por el Ayuntamiento de Zaragoza y ENAGAS TRANSPORTE S.A.U., revoca la sentencia, inadmite los recursos contencioso administrativos de los Ayuntamientos de Cuarte y Cadrete y desestima el presentado por los particulares, confirmando la legalidad de la resolución recurrida.

- Sentencia 486/2017, de 22 de noviembre, de la Sala de lo Contencioso del Tribunal Superior de Justicia de Aragón que desestimó el recurso de apelación interpuesto por una Junta de Compensación contra la sentencia del JCA nº 1 de Huesca, que confirmó el acuerdo del Ayuntamiento de Monzón de denegación de la disolución de la Junta de Compensación por la existencia de obligaciones pendientes. (LA LEY 190484/2017). 
El objeto del recurso contencioso administrativo es la denegación de la petición de una Junta de Compensación de su disolución porque, a juicio del municipio, la existencia de obligaciones pendientes, como el abono del justiprecio expropiatorio a los propietarios del ámbito no adheridos a la Junta de Compensación, impedía su disolución.
El JCA de Huesca entiende que:

· Una vez constituida la JC, investida de potestades administrativas y gravada con el deber jurídico de urbanizar, su disolución queda sujeta a las previsiones del art. 16.2 del Decreto 52/2002.
· No puede entenderse estimada la petición por silencio administrativo.

· Aún en el caso de que existiera inviabilidad económica, ninguna norma o principio del ordenamiento prevé como causa de extinción de las obligaciones generadas la inconveniencia sobrevenida del deudor para hacerles frente.

· No es admisible la desaparición sobrevenida de la causa expropiandi; expropiación que promovió la JC.

En el recurso de apelación la JC alega la inviabilidad económica sobrevenida de la actuación urbanística, que, sin embargo, el TSJA no puede confirmar puesto que en ningún momento se cuestionó la viabilidad de la unidad delimitada en el PG hasta que no se fijaron los justiprecios expropiatorios de los propietarios no adheridos a la JC y, además en el informe de la entidad de tasación aparecen unas cargas urbanísticas sobrevaloradas, indemnizaciones millonarias carentes de justificación, costes derivados del convenio que no debían soportar los propietarios no firmantes del mismo, e infravaloración de los terrenos. A todo ello añade el TSJA que no se acudió a los mecanismos previstos en los arts. 42.5 y 135.5.a) de la LUA/2009 que, por un lado, preveían la posibilidad de que el plan general redujera o eliminara, justificadamente, los módulos de reserva exigibles en la ordenación de concretos sectores o unidades cuando sus dimensiones o grado de ocupación por la edificación hicieran inviable su exigencia o resultara ésta incompatible con una ordenación coherente y, en el otro caso, permitía a los planes generales modificar el aprovechamiento subjetivo en el SUNC para eliminar la cesión de aprovechamiento al municipio o reducirla, excepcional y motivadamente, en los ámbitos en los que el valor de las parcelas resultantes fuera sensiblemente inferior al medio en los restantes del SUNC.

El TSJA también zanja la cuestión acerca de la aplicabilidad o no del art. 16.2 del decreto 52/2002, decantándose por su aplicación, porque la JC ya tenía la condición de entidad urbanística de colaboración antes de la entrada en vigor del art. 163.2 LUA /redactado según la Ley 4/2013), a la luz de las leyes urbanísticas aragonesa de 1999 y 2009.
En cuanto a la alegación de que es un error considerar el pago de los justiprecios como obligación pendiente de la disolución, el TSJA tampoco acepta este argumento puesto que “(…) por mucho que insista la recurrente en que la urbanización no se va a comenzar ni a llevar a cabo por resultar inviable -lo que, como anteriormente hemos dicho no resulta acreditado-, lo que es claro es que, con independencia de las medidas que el Ayuntamiento pudiera adoptar por la pasividad de la Junta ante la obligación asumida de efectuar la urbanización de la unidad -como la de adoptar la modalidad de gestión urbanística que considere más adecuada para llevarla a efecto-, la disolución que ahora se pretende no puede aprobarse, en virtud del reiterado art. 16.2, sin el cumplimiento de las obligaciones pendientes, y tal consideración sí la tiene el pago de los justiprecios de unas expropiaciones que –no ha de olvidarse- fuero instadas por la propia Junta, que fue declarada beneficiaria de las mismas, y de las que, cuando pudo hacerlo, no desistió, dejando que llegaran los expedientes expropiatorios a la fijación de los justiprecios por el Jurado Provincial de Expropiación Forzosa –por resoluciones ya confirmadas por sentencias firmes-, y con ello a que los expropiados adquirieran el derecho subjetivo a su pago”. A ello añade el TSJA, contestando a la alegación relativa a la desaparición de la causa expropiandi, que la expropiación se consumó con la fijación del justiprecio, creando un auténtico derecho subjetivo a favor de los expropiados, que no ha supuesto un enriquecimiento injusto o sin causa.

Finalmente, entiende el TSJA que no procede la aplicación del instituto del silencio administrativo a la petición de disolución de la JC por dos razones. La primera, que el silencio está previsto para los procedimientos iniciados a solicitud del interesado “por lo que no puede entenderse que beneficie a entidades que participan de potestades administrativas, como la Junta recurrente, en peticiones que dirijan a una Entidad Local”. La segunda, que el art. 43.1.2 Ley 30/1992 excluye los procedimientos cuya estimación tuviera como consecuencia la transferencia al solicitante o a terceros facultades relativas al dominio público, puesto que la recurrente está dotada de facultades relativas al dominio público, al corresponderle urbanizar y delimitar el dominio público de nueva creación, con la que la estimación implicaría necesariamente la transferencia a la actora solicitante de “la facultad negativa de extinguir su conformación de dicho dominio público”.

Concluye que la petición de disolución de la JC no genera silencio positivo porque esa petición no inicia procedimiento a solicitud del interesado, ya que se trata de un procedimiento ya iniciado para llevar a cabo la urbanización de la unidad de actuación en cuestión y sujeto a sus propias normas; entre ellas, la liquidación de las obligaciones pendientes.

Con estas argumentaciones se confirma la sentencia de instancia y mantiene la legalidad del acuerdo adoptado de denegación de la disolución de la JC. 
P) MADRID

- Sentencia 770/2017, de 31 de octubre, de la Sala de lo Contencioso del Tribunal Superior de Justicia de Madrid que desestimó el recurso de apelación interpuesto contra la sentencia del JCA nº 12 de Madrid, que desestimó el recurso contencioso administrativo interpuesto contra una orden de demolición. (LA LEY 178600/2017). 
La actuación municipal objeto de recurso consiste en una orden de demolición de una chabola en la Cañada Real, y que advertía de su ejecución subsidiaria en caso de no demolerse de forma voluntaria.
La sentencia de instancia confirma las actuaciones municipales porque queda acreditado que las obras fueron realizadas en  suelo no urbanizable careciendo de los servicios mínimos de habitabilidad, que esas obras se encuentran ubicadas en una vía pecuaria, bien de dominio público y que, en aplicación de la Ley 8/1998 de vías pecuarias, están prohibidas las ocupaciones o instalaciones de cualquier tipo no autorizadas en aplicación de la Ley, así como la edificación o ejecución no autorizada de cualquier tipo de obra, que, además, tienen la consideración de infracción grave. A ello añade la sentencia apelada que ni el régimen previsto en la Ley 1/2011, de la Cañada Real Galiana ni el hecho de que no se haya ofrecido un realojo en vivienda digna afecta a las potestades municipales de restauración de la legalidad urbanística. Reitera que es una construcción ilegal y procede su demolición.
Los motivos de apelación son básicamente sociales, no urbanísticos; que la sentencia no pondera las circunstancias de la recurrente, con dos hijos menores de edad, la situación de extrema vulnerabilidad  de la actora, el respeto a la vida privada y familiar, el respeto al domicilio, la vulneración de diversos artículos de la CE sobre protección de la familia, hijos, vivienda digna, vida digna, inviolabilidad del domicilio, etc.…
El TSJM precisa que el acuerdo recurrido es una orden de demolición de una edificación en un expediente de restauración de la legalidad urbanística, por haberse ejecutado obras sin licencia municipales (consistentes en una caseta prefabricada para uso vividero careciendo de los servicios mínimos de habitabilidad) y no ser legalizables. Analizando la falta de motivación de la sentencia de instancia, alegada por la apelante, el TSJM llega a la conclusión de que la sentencia está suficientemente motivada pues da respuesta a dos cuestiones que plantea la demanda, al tiempo que reitera que la obligación de ofrecer un realojo a vivienda digna en nada afecta a las cuestiones de legalidad urbanística ni a la construcción ilegal.

Pero merece interés la sentencia, y esta es la razón de su inclusión en este informe, porque examina determinados tratados internacionales de protección de la infancia, etc. que nunca está de más tener presentes para efectuar una aplicación acertada de los mismos en las actuaciones administrativas:
1. Respecto a la vulneración del art. 8 del Convenio Europeo para la protección de los derechos humanos y de las libertades fundamentales, al verse afectado el derecho a la vivienda (ex art. 47 CE), invocando una sentencia del TEDH de 24 de abril de 2012, caso Yordanova y otros c. Bulgaria, el TSJM remite a la STC 188/2013, que también trató de este asunto y concluye:
- Esa sentencia del TEDH no es aplicable al caso porque no existe discriminación étnica, ya que sólo se alude a una posible discriminación con otros moradores de construcciones a quienes en el futuro eventualmente pueden darse una solución distinta, siempre que se modifique el PGOU.
- Tampoco puede entenderse infringidos por el acto administrativo que ordena la demolición los derechos de respeto a la vida privada y familiar y al domicilio, porque la ejecución misma del acto, una vez adquirida firmeza, requiere inexorablemente la entrada en el domicilio. El respeto al domicilio que proclama el art. 8 CEDH “tiene como límite, entre otros supuestos, que la entrada en el mismo sea precisa para la ejecución de un acto administrativo firme y consentido en una ponderación de adecuada proporcionalidad de la inmisión…”, de tal manera que no puede invocarse la lesión del art. 8 CEDH cuando se trata de restaurar la legalidad urbanística infringida.

2. Respecto a la situación de extrema vulnerabilidad que concurre en la actora y su hijo menor de edad, siendo que los instrumentos internacionales ratificados por España obligan a las administraciones públicas a adoptar medidas positivas para revertir la exclusión y garantizar unas condiciones de vivienda dignas, el TSJM, haciéndose eco de otra sentencia de la misma Sala de 8 de febrero de 2017, considera que el derecho a una vivienda digna implica que los poderes públicos lleven a cabo una política de vivienda protegida que pueda estar al alcance de todos los ciudadanos, “sin que ello implique que las viviendas se puedan construir donde cada ciudadano decida sino donde las Normas de los Planes Generales de Ordenación Urbana dispongan”. Continúa diciendo el TSJM que “no cabe supeditar la orden de demolición de una construcción ilegal y no legalizable que además carece de condiciones de salubridad, a que se garantice el acceso a una vivienda”, para concluir que “(…) en definitiva, la protección de la recurrente ante su posible situación de vulnerabilidad por parte de los poderes públicos debe articularse por otras vías, como son las de vivienda social, rentas mínimas de inserción (que parece ya percibe la apelante según manifiesta), actuación de los servicios sociales u otras de protección social, pero no manteniendo la situación de infravivienda que supone una vulneración de la legalidad urbanística, vivienda que no es legalizable y que, además, carece de condiciones mínimas de salubridad”.
- Sentencia 853/2017, de 11 de diciembre, de la Sala de lo Contencioso del Tribunal Superior de Justicia de Madrid que estimó el recurso contencioso administrativo interpuesto por un grupo municipal contra el decreto del Delegado del Área de Gobierno e Desarrollo Urbano Sostenible del Ayuntamiento de Madrid, por el que se aprueba una instrucción aclaratoria de determinados artículos de las normas urbanísticas del Plan General, que regulan los cambios de clase de usos en patios de manzana y espacios libres. (LA LEY 178635/2017). 
He querido incluir esta sentencia en el presente informe como un ejemplo de aquello para lo que no deben utilizarse las instrucciones de servicio.
El acuerdo recurrido se trata de una instrucción del Delegado de Área de Gobierno de Desarrollo Urbano Sostenible “aclaratoria de los artículos 8.1.22, 8.1.23 y 8.1.28 de las normas urbanísticas del PGOU de Madrid de 1997”, que regulan los cambios de clase de uso en patios de manzana y espacios libres. Dicha instrucción contiene una memoria justificativa que “de modo inequívoco fije el criterio para aclarar la aplicación de la normativa  recogida en los artículos 8.1.22, 8.1.23 y 8.1.28, analizándolo de acuerdo con los objetivos establecidos en la memoria del expediente de Modificación del Plan General de Ordenación Urbana ya citada, …”.
La instrucción contiene cinco puntos: sobre los cambios de clase de uso, sobre los cambios de uso, sobre el Plan Especial a tramitar, los deberes urbanísticos y los efectos de la instrucción.
Publicada en el Boletín Oficial del Ayuntamiento de Madrid, y no ratificada por el Pleno de la Corporación, fue recurrida en lo contencioso administrativo por el grupo municipal del Partido Popular al entender que no reunía los requisitos del art. 6 LRJSP, ya que no regula relaciones de jerarquía y coordinación, no tiene efectos exclusivamente internos, no respeta el sistema legal de fuentes y constituye una disposición general, porque bajo la apariencia de una orden de servicio está innovando el ordenamiento jurídico. Debió proceder a la modificación del plan general, ya que en el fondo la instrucción pretendía frenar o evitar la tercerización del centro de la ciudad. 
En primer lugar, el TSJM analiza la causa de inadmisibilidad planteada por la representación procesal del Ayuntamiento de Madrid, al considerar que la legitimación activa la tienen los concejales individualmente y no los grupos municipales a los que pertenecen. Entiende que, supuesto que la resolución se adoptó por un órgano unipersonal, sin posibilidad de votación alguna, los concejales no han tenido ocasión de pronunciarse, por lo que de no aceptarse la legitimación se estaría causando indefensión.
Pero, para una adecuada respuesta a esa causa de inadmisibilidad el TSJ analiza la naturaleza jurídica de la instrucción impugnada:

En primer lugar, ninguna de las partes discute que el TSJ sea el competente para resolver el recurso y éste es competente para revisar la legalidad de los instrumentos de ordenación urbanística, como son los planes generales de ordenación urbana. Reconoce que parte integrante de los PGOU son sus normas urbanísticas.

En segundo lugar, que la tramitación de un instrumento de planeamiento exige un trámite vinculante de exposición pública y emisión de los informes preceptivos, así como aprobación inicial y provisional por el órgano colegiado de superior jerarquía del ayuntamiento y posterior aprobación definitiva por el órgano autonómico competente. La modificación de esos instrumentos sigue un procedimiento similar.
En tercer lugar, analiza la unánime jurisprudencia sobre las figuras de las instrucciones y circulares a las que reconoce únicamente efectos “ad intra”, porque se dirigen a los inferiores jerárquicos y no a los particulares. No tienen carácter reglamentario. Su eventual incumplimiento no afecta a la validez del acto dictado, a lo más a la responsabilidad disciplinaria del incumplidor.

Del examen del contenido de la instrucción el TSJ concluye que “sus amplios pronunciamientos no van dirigidos a los funcionarios de ese ayuntamiento, sino a los particulares que quieran realizar alguna intervención en los patios de manzana de los inmuebles ubicados en el término municipal”. A ello añade que el propio contenido de la instrucción revela que el desarrollo de los tres artículos del PGOU va más allá de una simple aclaración “creando derecho con fuerza vinculante para los citados interesados y constituyendo una auténtica regulación”.
Reconoce que la alteración de la norma es evidente al prohibir la implantación de usos autorizables en las construcciones existentes que ocupan el patio de manzana, salvo que sean edificios catalogados en niveles 1 y 2. Respecto a la posibilidad de cambio de uso, la instrucción manifiesta que deberán adecuarse a la modificación de PGOU aprobada el 8 de mayo de 2008, y justificarse adecuadamente en cada expediente. En el apartado “condiciones para la actuación en espacios libres”, la instrucción prevé que con la exención de tramitar Plan Especial a las actuaciones que no afecten derechos de terceros y tengan escasa o nula trascendencia en la imagen final del patio (previo dictamen favorable de la Comisión de Patrimonio); entendiendo a esos efectos las que no superen la altura de una planta sobre rasante, de superficie inferior al 5% del total del patio de manzana y no superen los 50 m2. Respecto de las actuaciones autorizables, impone condiciones relativas a la edificación cuyo uso se pretende transformar, condiciones a las edificaciones principales, condiciones a las edificaciones complementarias y condiciones a las edificaciones interiores, sobrepasando el contenido de la norma urbanística al establecer obligaciones que deben cumplir los planes especiales que deben presentar los particulares. Finalmente, en los casos de cambio de uso impone las cargas y derechos urbanísticos propios de las actuaciones de dotación.
Por todas estas razones, basadas en el contenido de la propia instrucción, el TSJ llega al convencimiento de que se trata de una norma urbanística que modifica el PGOU, que no ha seguido el procedimiento legalmente habilitado al efecto, y por esa razón el grupo municipal está legitimado para ejercitar la acción pública en materia de urbanismo, porque se trata de “una disposición de carácter general que modifica una parte integrante (normas urbanísticas) de otra como es un instrumento de planeamiento urbanístico, sin seguir el procedimiento previsto para ello, y dictada, además, por un órgano manifiestamente incompetente a tenor de la normativa igualmente reseñada”, al tiempo que concluye declarando la nulidad absoluta y de pleno derecho de la instrucción por vulneración flagrante del art. 47.1, letras b) y e) de la LPACAP.
4.- JUZGADOS DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

- Sentencia 7/2018, de 19 de ENERO, del Juzgado de lo Contencioso nº 3 de los de Zaragoza, que declaró la inadmisibilidad de un recurso contencioso administrativo interpuesto contra el acuerdo del Ayuntamiento de Zaragoza de otorgamiento de una licencia de demolición en la factoría Averly. 

Sin perjuicio de que la sentencia es recurrible en apelación, resulta de interés su comentario por cuanto impone límites frente al abuso de la personalidad jurídica a la hora de interponer un recurso jurisdiccional.

En cuanto al fondo del asunto, la sentencia establece diferencias entre la licencia de edificación y la licencia de demolición cuando se actúa en un suelo urbano no consolidado que no tiene la consideración de solar. 
En primer lugar, la sentencia del JCA analiza la causa de inadmisibilidad alegada, cual es la presentación de un recurso de reposición contra el acuerdo de otorgamiento de la licencia de demolición, planteado a título particular por la presidente de la asociación en defensa del patrimonio recurrente en lo contencioso administrativo.
El JCA considera que, aunque no existe formalmente identidad entre la persona física y la jurídica, lo cierto es que “mediante la confusión de actuaciones e interesados se ha efectuado una suerte de abuso de la personalidad jurídica, dado que la misma persona articula recurso y procedimiento en varias vías con la finalidad de intentar conseguir los mismos resultados en orden a la paralización del derribo de AVERLY”, al tiempo que reitera la doctrina jurisprudencial que señala que “el otorgamiento de personalidad jurídica a los entes colectivos no debe servir para conseguir fines indebidos, ni tampoco aprovecharse de ventajas que el ordenamiento jurídico no ofrezca de otra manera”. Por esta razón, al amparo de lo dispuesto en el art. 11 LOPJ, como formulado el recurso de reposición, resuelto éste y no recurrido en lo contencioso administrativo, el acto es firme y consentido, por lo que declara la inadmisibilidad del contencioso.
No obstante lo anterior, a renglón seguido analiza el fondo del asunto, con el fin de otorgar plena tutela judicial efectiva.

La entidad recurrente considera que la licencia de demolición no debió otorgarse en tanto no fuera aprobado definitivamente el plan especial de desarrollo del área de intervención donde se ubica la factoría en cuestión, porque así existe un informe municipal que lo acredita. A ello responde el JCA que el informe del técnico municipal (que manifestó en el juicio que “tenia deseos de que la Factoría Averly se conservara en su integridad”) fue desautorizado por la Jefatura del Servicio de Inspección Urbanística que manifestó claramente que las apreciaciones del técnico informante no se ajustaban a derecho, porque en el presente supuesto la tramitación del PERI no implica la suspensión de la licencia solicitada, ya que no existe contradicción entre el planeamiento urbanístico anterior y el nuevo respecto de la licencia de demolición. 

El JCA aclara que un perito no puede formular cuestiones jurídicas ni la prueba pericial puede versar sobre normas jurídicas, al tiempo que añade que “lo relevante no son los deseos, sino las prohibiciones de otorgamiento de licencia de demolición”. Asevera que “la normativa que afecta a la demolición no es la misma que afecta a la construcción, y ello explica que no exista sentencia que iguale las licencias de construcción y demolición, y en reclamar la condición de suelo urbano, o la de solar, para el otorgamiento de una licencia de demolición”. 
Después de analizar con detenimiento la ficha del plan general correspondiente al área de intervención E-19 (donde se ubica la factoría) la sentencia reconoce que “una mera demolición no encaja en este ámbito de actuaciones, y se debe insistir en que la naturaleza jurídica de las licencias de demolición y de construcción es diferente. No se trata de que la demolición de la Factoría Averly en la parte no protegida haya de esperar a un Plan Especial como se afirma de forma reiterada por la entidad recurrente”, por lo que concluye que el otorgamiento de la licencia de demolición no es nulo ni anulable. 

Reconoce que la suspensión del otorgamiento de la licencia de derribo no viene determinada por la mera aprobación inicial del Plan Especial. Entiende que no procede platear nuevas pruebas en relación con el procedimiento que dirimió la legalidad de la orden autonómica de catalogación, porque si así se hiciera “se vulnerarían numerosos principios y preceptos de orden procesal; desde la falta de competencia objetiva y funcional de este Juzgado, la eficacia de cosa juzgada, el derecho a la tutela judicial efectiva de las otras partes,…”

Finalmente, la sentencia condena en costas a la entidad recurrente y revoca el beneficio de asistencia jurídica gratuita por existir actuaciones que acreditan la existencia de abuso del derecho, temeridad, mala fe o fraude de ley, tal y como requiere el art. 19.2 de la Ley de Asistencia Jurídica Gratuita: una nueva solicitud de declaración de Monumento de Interés Local la víspera de la reunión del Consejo de Gerencia para el otorgamiento de la licencia de demolición, cuando la anterior solicitud había sido desestimada por el Ayuntamiento, solicitud de medida cautelarísima una vez iniciadas las tareas de demolición y la formulación por la presidenta de la asociación de un recurso de reposición de forma simultánea con la interposición de un recurso contencioso administrativo por la persona jurídica.
III. DOCUMENTOS RELEVANTES

- Cuestiones de inconstitucionalidad.

- El Pleno del TC por providencia de 14 de noviembre de 2017, admitió a trámite la cuestión de inconstitucionalidad nº 4952/2013, planteada por la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso Administrativo del TSJ de Aragón, en relación con el apartado b) de la disposición adicional segunda de la Ley 4/2013, de 4 de junio, de medidas de flexibilización y fomento del mercado de alquiler de viviendas. (BOE núm. 283, de 21 de noviembre).

- El Pleno del TC por providencia de 12 de diciembre de 2017, admitió a trámite la cuestión de inconstitucionalidad nº 5051/2017, planteada por la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso Administrativo del TSJ de Aragón, en relación con el apartado b) de la disposición adicional segunda de la Ley 4/2013, de 4 de junio, de medidas de flexibilización y fomento del mercado de alquiler de viviendas. (BOE núm. 309, de 21 de diciembre).

- El Pleno del TC por providencia de 12 de diciembre de 2017, admitió a trámite la cuestión de inconstitucionalidad nº 5228/2017, planteada por la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso Administrativo del TSJ de Aragón, en relación con el artículo 31.2 de la Ley 8/2015, de 25 de marzo, de transparencia de la actividad pública y participación ciudadana de Aragón. (BOE núm. 309, de 21 de diciembre).

- Recursos de inconstitucionalidad.

- El Pleno del TC por providencia de 14 de noviembre de 2017, admitió a trámite el recurso de inconstitucionalidad nº 5049/2017, promovido por más de 50 diputados del Grupo Parlamentario Unidos Podemos-En Comú Podem-En Marea del Congreso de los Diputados, contra los artículos 35; 36.1.; 46.1 y 3; 59; 60.3, .4, .5 y .6; 150.4; 154; 165.3; 174.2; 184.3 y la disposición transitoria primera de la Ley Canaria 4/2017, de 13 de junio, del Suelo y de los Espacios Naturales Protegidos de Canarias. (BOE núm. 283, de 21 de noviembre).

- El Pleno del TC por providencia de 28 de noviembre de 2017, admitió a trámite el recurso de inconstitucionalidad nº 5334/2017, promovido por el Presidente del Gobierno, contra los artículos 2.2. e) [(que por su ubicación sistemática debería ser 2.2.i)]5, 4.e), 5, 6, 7, 8, 10, 11, 16.3, 19, 21.4, 24.3, 24.4, 40 a 50, 51 (inciso final del apartado 1 y las letras a) y b) del apartado 3), 52.1, 52.3; las disposiciones adicionales primera, segunda, tercera y séptima; disposición transitoria tercera; y las disposiciones finales quinta y sexta; de la Ley del Parlamento de Cataluña 16/2017, de 1 de agosto, del Cambio Climático. (BOE núm. 294, de 4 de diciembre).

- El Pleno del TC por providencia de 28 de noviembre de 2017, admitió a trámite el recurso de inconstitucionalidad nº 5425/2017, promovido por el Presidente del Gobierno, contra los artículos 5.3 (letra b); 6.1, en la medida en que establece la acción pública frente a los órganos jurisdiccionales; 12; 13; 14; 15; 16; 18; 19; 23, en relación exclusivamente con el suministro de gas y electricidad (apartados 3 y 5); 30; 31; 33 (apartado 2 y apartado 3 letras b y g); Anexo I y Anexo II de la Ley 2/2017, de 3 de febrero, de la Generalitat, por la función social de la vivienda de la Comunidad Valenciana. (BOE núm. 294, de 4 de diciembre).

- El Pleno del TC por providencia de 13 de diciembre de 2017, admitió a trámite el recurso de inconstitucionalidad nº 5332/2017, promovido por el Presidente del Gobierno, contra los artículos 8.3, 20.6, 36.2.b), 37.1.j) y k), 37.2, 38.5 y 6, 69, 72.1.b) y disposición transitoria primera de la Ley de Cataluña 18/2017, de 1 de agosto, de comercio, servicios y ferias. (BOE núm. 309, de 21 de diciembre).

- El Pleno del TC por providencia de 12 de diciembre de 2017, admitió a trámite el recurso de inconstitucionalidad nº 5659/2017, promovido por el Presidente del Gobierno en funciones, contra el artículo 1, apartados uno (en cuanto modifica el artículo 1.1 de la Ley 3/2001, de 26 de abril, de la Calidad, Promoción y Acceso a la Vivienda de Extremadura) tres (en cuanto a la incorporación de los apartados 13 y 15 el artículo 3 de la Ley 3/2001), cuatro (al añadir un nuevo artículo 16 bis a la Ley 3/2001), doce y catorce [en cuanto a la incorporación de los apartados l) y m) en el artículo 58 de la Ley 3/2001]; el artículo 2; y la disposición transitoria primera de la Ley de la Asamblea de Extremadura 2/2017, de 17 de febrero, de Emergencia Social de la Vivienda de Extremadura. (BOE núm. 309, de 21 de diciembre).
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- ATXUKARRO ARRUABARRENA, I.: “Análisis crítico de la jurisprudencia del Tribunal Supremo sobre la vinculación y limitaciones singulares derivadas de la ordenación urbanística que dan derecho a indemnización”. El Consultor de los Ayuntamientos núm. 22/2017. 

� El art. 7 de la Ley 8/2013 decía:


“1. De conformidad con lo dispuesto en esta Ley, en la legislación estatal sobre suelo y edificación, y en la legislación de ordenación territorial y urbanística, las actuaciones sobre el medio urbano se definen como aquéllas que tienen por objeto realizar obras de rehabilitación edificatoria, cuando existan situaciones de insuficiencia o degradación de los requisitos básicos de funcionalidad, seguridad y habitabilidad de las edificaciones, y de regeneración y renovación urbanas, cuando afecten, tanto a edificios, como a tejidos urbanos, pudiendo llegar a incluir obras de nueva edificación en sustitución de edificios previamente demolidos. 


2. Las actuaciones de regeneración y renovación urbanas tendrán, además, carácter integrado cuando articulen medidas sociales, ambientales y económicas enmarcadas en una estrategia administrativa global y unitaria.”


� El art. 8 de la Ley 8/2013 expresaba:


“La realización de las obras comprendidas en las actuaciones a que se refiere el artículo anterior corresponde, además de a aquellos sujetos a los que la legislación de ordenación territorial y urbanística atribuya dicha obligación, a los siguientes: 


a) Los propietarios y los titulares de derechos de uso otorgados por ellos, en la proporción acordada en el correspondiente contrato o negocio jurídico que legitime la ocupación. En ausencia de éste, o cuando el contrato no contenga cláusula alguna relativa a la citada proporción, corresponderá a éstos o a aquéllos, en función de si las obras tienen o no el carácter de reparaciones menores motivadas por el uso diario de la vivienda, sus instalaciones y servicios. La determinación se realizará de acuerdo con la normativa reguladora de la relación contractual y, en su caso, con las proporciones que figuren en el Registro de la Propiedad, relativas al bien y a sus elementos anexos de uso privativo. 


b) Las comunidades de propietarios y, en su caso, las agrupaciones de comunidades de propietarios, así como las cooperativas de viviendas, con respecto a los elementos comunes de la construcción, el edificio o complejo inmobiliario en régimen de propiedad horizontal y de los condominios, sin perjuicio del deber de los propietarios de las fincas o elementos separados de uso privativo de contribuir, en los términos de los estatutos de la comunidad o agrupación de comunidades o de la cooperativa, a los gastos en que incurran estas últimas. 


c) Las Administraciones Públicas, cuando afecten a elementos propios de la urbanización y no exista el deber legal para los propietarios de asumir su coste, o cuando éstas financien parte de la operación con fondos públicos, en los supuestos de ejecución subsidiaria, a costa de los obligados.”


� El artículo 9 de la Ley 8/2013 titulado «La iniciativa en la ordenación de las actuaciones» dice:


“1. La iniciativa para proponer la ordenación de las actuaciones de rehabilitación edificatoria y las de regeneración y renovación urbanas, podrá partir de las Administraciones públicas, las entidades públicas adscritas o dependientes de las mismas y los propietarios. En concreto, estarán legitimados para ello las comunidades y agrupaciones de comunidades de propietarios, las cooperativas de vivienda constituidas al efecto, los propietarios de terrenos, construcciones, edificaciones y fincas urbanas, los titulares de derechos reales o de aprovechamiento, y las empresas, entidades o sociedades que intervengan en nombre de cualesquiera de los sujetos anteriores. 


2. Las Administraciones públicas adoptarán medidas que aseguren la realización de las obras de conservación, y la ejecución de actuaciones de rehabilitación edificatoria, de regeneración y renovación urbanas que sean precisas y, en su caso, formularán y ejecutarán los instrumentos que las establezcan, cuando existan situaciones de insuficiencia o degradación de los requisitos básicos de funcionalidad, seguridad y habitabilidad de las edificaciones; obsolescencia o vulnerabilidad de barrios, de ámbitos, o de conjuntos urbanos homogéneos; o situaciones graves de pobreza energética. Serán prioritarias, en tales casos, las medidas que procedan para eliminar situaciones de infravivienda, para garantizar la seguridad, salubridad, habitabilidad y accesibilidad universal y un uso racional de la energía, así como aquellas que, con tales objetivos, partan bien de la iniciativa de los propios particulares incluidos en el ámbito, bien de una amplia participación de los mismos en ella.”


� El artículo 10 de la Ley 8/2013 establece: 


“1. Las actuaciones de rehabilitación edificatoria y las de regeneración y renovación urbanas que impliquen la necesidad de alterar la ordenación urbanística vigente, observarán los trámites procedimentales requeridos por la legislación aplicable para realizar la correspondiente modificación. No obstante, tal legislación podrá prever que determinados programas u otros instrumentos de ordenación se aprueben de forma simultánea a aquella modificación, o independientemente de ella, por los procedimientos de aprobación de las normas reglamentarias, con los mismos efectos que tendrían los propios planes de ordenación urbanística. En cualquier caso, incorporarán el informe o memoria de sostenibilidad económica que regula el artículo siguiente. 


Las actuaciones que no requieran la alteración de la ordenación urbanística vigente, precisarán la delimitación y aprobación de un ámbito de actuación conjunta, que podrá ser continuo o discontinuo, o la identificación de la actuación aislada que corresponda, a propuesta de los sujetos mencionados en el artículo anterior, y a elección del Ayuntamiento. 


2. El acuerdo administrativo mediante el cual se delimiten los ámbitos de actuación conjunta o se autoricen las actuaciones que deban ejecutarse de manera aislada, garantizará, en todo caso, la realización de las notificaciones requeridas por la legislación aplicable y el trámite de información al público cuando éste sea preceptivo, conteniendo, además y como mínimo, los extremos siguientes: 


a) Avance de la equidistribución que sea precisa, entendiendo por tal la distribución, entre todos los afectados, de los costes derivados de la ejecución de la correspondiente actuación y de los beneficios imputables a la misma, incluyendo entre ellos las ayudas públicas y todos los que permitan generar algún tipo de ingreso vinculado a la operación. 


La equidistribución tomará como base las cuotas de participación que correspondan a cada uno de los propietarios en la comunidad de propietarios o en la agrupación de comunidades de propietarios, en las cooperativas de viviendas que pudieran constituirse al efecto, así como la participación que, en su caso, corresponda, de conformidad con el acuerdo al que se haya llegado, a las empresas, entidades o sociedades que vayan a intervenir en la operación, para retribuir su actuación. 


b) El plan de realojo temporal y definitivo, y de retorno a que dé lugar, en su caso. 


3. Será posible ocupar las superficies de espacios libres o de dominio público que resulten indispensables para la instalación de ascensores u otros elementos, así como las superficies comunes de uso privativo, tales como vestíbulos, descansillos, sobrecubiertas, voladizos y soportales, tanto si se ubican en el suelo, como en el subsuelo o en el vuelo, cuando no resulte viable, técnica o económicamente, ninguna otra solución para garantizar la accesibilidad universal y siempre que asegure la funcionalidad de los espacios libres, dotaciones públicas y demás elementos del dominio público. A tales efectos, los instrumentos de ordenación urbanística garantizarán la aplicación de dicha regla, bien permitiendo que aquellas superficies no computen a efectos del volumen edificable, ni de distancias mínimas a linderos, otras edificaciones o a la vía pública o alineaciones, bien aplicando cualquier otra técnica que, de conformidad con la legislación aplicable, consiga la misma finalidad. 


4. Lo dispuesto en el apartado anterior será también de aplicación a los espacios que requieran la realización de obras que consigan reducir al menos, en un 30 por ciento la demanda energética anual de calefacción o refrigeración del edificio y que consistan en: 


a) la instalación de aislamiento térmico o fachadas ventiladas por el exterior del edificio, o el cerramiento o acristalamiento de las terrazas ya techadas. 


b) la instalación de dispositivos bioclimáticos adosados a las fachadas o cubiertas. 


c) la realización de las obras y la implantación de las instalaciones necesarias para la centralización o dotación de instalaciones energéticas comunes y de captadores solares u otras fuentes de energía renovables, en las fachadas o cubiertas cuando consigan reducir el consumo anual de energía primaria no renovable del edificio, al menos, en un 30 por ciento. 


d) La realización de obras en zonas comunes o viviendas que logren reducir, al menos, en un 30 por 100, el consumo de agua en el conjunto del edificio. 


5. Cuando las actuaciones referidas en los apartados anteriores afecten a inmuebles declarados de interés cultural o sujetos a cualquier otro régimen de protección, se buscarán soluciones innovadoras que permitan realizar las adaptaciones que sean precisas para mejorar la eficiencia energética y garantizar la accesibilidad, sin perjuicio de la necesaria preservación de los valores objeto de protección. En cualquier caso, deberán ser informadas favorablemente, o autorizadas, en su caso, por el órgano competente para la gestión del régimen de protección aplicable, de acuerdo con su propia normativa”.


� El art. 11 Ley 8/2013 dispone:


“La ordenación y ejecución de las actuaciones referidas en el artículo anterior requerirá la realización, con carácter previo, de una memoria que asegure su viabilidad económica, en términos de rentabilidad, de adecuación a los límites del deber legal de conservación y de un adecuado equilibrio entre los beneficios y las cargas derivados de la misma, para los propietarios incluidos en su ámbito de actuación y contendrá, al menos, los siguientes elementos: 


a) Un estudio comparado de los parámetros urbanísticos existentes y, en su caso, de los propuestos, con identificación de las determinaciones urbanísticas básicas referidas a edificabilidad, usos y tipologías edificatorias y redes públicas que habría que modificar. La memoria analizará, en concreto, las modificaciones sobre incremento de edificabilidad o densidad, o introducción de nuevos usos, así como la posible utilización del suelo, vuelo y subsuelo de forma diferenciada, para lograr un mayor acercamiento al equilibrio económico, a la rentabilidad de la operación y a la no superación de los límites del deber legal de conservación. 


b) Las determinaciones económicas básicas relativas a los valores de repercusión de cada uso urbanístico propuesto, estimación del importe de la inversión, incluyendo, tanto las ayudas públicas, directas e indirectas, como las indemnizaciones correspondientes, así como la identificación del sujeto o sujetos responsables del deber de costear las redes públicas. 


c) El análisis de la inversión que pueda atraer la actuación y la justificación de que la misma es capaz de generar ingresos suficientes para financiar la mayor parte del coste de la transformación física propuesta, garantizando el menor impacto posible en el patrimonio personal de los particulares, medido en cualquier caso, dentro de los límites del deber legal de conservación. 


El análisis referido en el párrafo anterior hará constar, en su caso, la posible participación de empresas de rehabilitación o prestadoras de servicios energéticos, de abastecimiento de agua, o de telecomunicaciones, cuando asuman el compromiso de integrarse en la gestión, mediante la financiación de parte de la misma, o de la red de infraestructuras que les competa, así como la financiación de la operación por medio de ahorros amortizables en el tiempo. 


d) El horizonte temporal que, en su caso, sea preciso para garantizar la amortización de las inversiones y la financiación de la operación. 


e) La evaluación de la capacidad pública necesaria para asegurar la financiación y el mantenimiento de las redes públicas que deban ser financiadas por la Administración, así como su impacto en las correspondientes Haciendas Públicas”.


� El artículo 12 de la Ley 8/2013 dispone: 


“1. La delimitación espacial del ámbito de actuación de rehabilitación edificatoria y de regeneración y renovación urbanas, sea conjunta o aislada, una vez firme en vía administrativa, provoca los siguientes efectos:


a) comporta la declaración de la utilidad pública o, en su caso, el interés social, a los efectos de la aplicación de los regímenes de expropiación, venta y sustitución forzosas de los bienes y derechos necesarios para su ejecución, y su sujeción a los derechos de tanteo y retracto a favor de la Administración actuante, además de aquellos otros que expresamente se deriven de lo dispuesto en la legislación aplicable. 


b) legitima la ocupación de las superficies de espacios libres o de dominio público de titularidad municipal que sean indispensables para la instalación de ascensores u otros elementos para garantizar la accesibilidad universal, siendo la aprobación definitiva causa suficiente para que se establezca una cesión de uso del vuelo por el tiempo en que se mantenga la edificación o, en su caso, su recalificación y desafectación, con enajenación posterior a la comunidad o agrupación de comunidades de propietarios correspondiente, siempre que resulte inviable técnica o económicamente cualquier otra solución y quede garantizada la funcionalidad del dominio público correspondiente. 


Cuando, con las finalidades y con los requisitos previstos en el párrafo anterior, fuere preciso ocupar bienes de dominio público pertenecientes a otras Administraciones, los Ayuntamientos podrán solicitar a su titular la cesión de uso o desafectación de los mismos, la cual procederá, en su caso, de conformidad con lo previsto en la legislación reguladora del bien correspondiente.


 c) marca el inicio de las actuaciones a realizar, de conformidad con la forma de gestión por la que haya optado la Administración actuante. 


2. La conformidad o autorización administrativas correspondientes a cualquiera de las actuaciones referidas en el apartado 1, determinará la afección real directa e inmediata, por determinación legal, de las fincas constitutivas de elementos privativos de regímenes de propiedad horizontal o de complejo inmobiliario privado, cualquiera que sea su propietario, al cumplimiento del deber de costear las obras. La afección real se hará constar mediante nota marginal en el Registro de la Propiedad, con constancia expresa de su carácter de garantía real y con el mismo régimen de preferencia y prioridad establecido para la afección real al pago de cuotas de urbanización en las actuaciones de transformación urbanística”.





� El art. 13 Ley 8/2013 manifiesta:


“1. Las Administraciones Públicas podrán utilizar, para el desarrollo de la actividad de ejecución de las actuaciones de rehabilitación edificatoria y las de regeneración y renovación urbanas, todas las modalidades de gestión directa e indirecta admitidas por la legislación de régimen jurídico, de contratación de las Administraciones Públicas, de régimen local y de ordenación territorial y urbanística.


2. En función de la forma de gestión que se adopte, las siguientes reglas procedimentales comunes resultarán de aplicación en todo caso: a) en la expropiación, no será preciso el consentimiento del propietario para pagar el correspondiente justiprecio expropiatorio en especie, cuando el mismo se efectúe dentro del propio ámbito de gestión y dentro del plazo temporal establecido para la terminación de las obras correspondientes. Asimismo, la liberación de la expropiación no tendrá carácter excepcional, y podrá ser acordada discrecionalmente por la Administración actuante, cuando se aporten garantías suficientes, por parte del propietario liberado, en relación con el cumplimiento de las obligaciones que le correspondan. b) en la ejecución subsidiaria a cargo de la Administración Pública, ésta sustituirá al titular o titulares del inmueble o inmuebles, asumiendo la facultad de edificar o de rehabilitarlos con cargo a aquéllos.


3. Tanto en los supuestos previstos en el apartado anterior, como en todos aquellos otros que deriven de una actuación de iniciativa pública, la Administración resolverá si ejecuta las obras directamente o si procede a su adjudicación por medio de la convocatoria de un concurso público, en cuyo caso, las bases determinarán los criterios aplicables para su adjudicación y el porcentaje mínimo de techo edificado que se atribuirá a los propietarios del inmueble objeto de la sustitución forzosa, en régimen de propiedad horizontal. En dichos concursos podrán presentar ofertas cualesquiera personas físicas o jurídicas, interesadas en asumir la gestión de la actuación, incluyendo los propietarios que formen parte del correspondiente ámbito. A tales efectos, éstos deberán constituir previamente una asociación administrativa que se regirá por lo dispuesto en la legislación de ordenación territorial y urbanística, en relación con las Entidades Urbanísticas de Conservación. La adjudicación del concurso tendrá en cuenta, con carácter preferente, aquellas alternativas u ofertas que propongan términos adecuadamente ventajosos para los propietarios afectados, salvo en el caso de incumplimiento de la función social de la propiedad o de los plazos establecidos para su ejecución, tal como se regula en el artículo 9.2 del texto refundido de la Ley de Suelo, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio, estableciendo incentivos, atrayendo inversión y ofreciendo garantías o posibilidades de colaboración con los mismos; y aquellas que produzcan un mayor beneficio para la colectividad en su conjunto y propongan obras de eliminación de las situaciones de infravivienda, de cumplimiento del deber legal de conservación, de garantía de la accesibilidad universal, o de mejora de la eficiencia energética. 


Asimismo podrán suscribirse convenios de colaboración entre las Administraciones Públicas y las entidades públicas adscritas o dependientes de las mismas, que tengan como objeto, entre otros, conceder la ejecución a un Consorcio previamente creado, o a una sociedad de capital mixto de duración limitada, o por tiempo indefinido, en la que las Administraciones Públicas ostentarán la participación mayoritaria y ejercerán, en todo caso, el control efectivo, o la posición decisiva en su funcionamiento”.


� Este artículo dice que “en los supuestos de ejecución de las actuaciones de transformación urbanística y edificatorias mediante procedimientos de iniciativa pública podrán participar tanto los propietarios de los terrenos como los particulares que no ostenten dicha propiedad, en las condiciones dispuestas por la legislación aplicable. Dicha legislación garantizará que el ejercicio de la libre empresa se sujete a los principios de transparencia, publicidad y concurrencia”.


� El art. 15.1y 3 de la Ley 8/2013 dispone:


“1. Podrán participar en la ejecución de las actuaciones de rehabilitación edificatoria y en las de regeneración y renovación urbanas, además de las Administraciones Públicas competentes, las entidades públicas adscritas o dependientes de las mismas y las comunidades y agrupaciones de comunidades de propietarios, las cooperativas de viviendas y las asociaciones administrativas constituidas al efecto, los propietarios de terrenos, construcciones, edificaciones y fincas urbanas y los titulares de derechos reales o de aprovechamiento, así como las empresas, entidades o sociedades que intervengan por cualquier título en dichas operaciones y las asociaciones administrativas que se constituyan por ellos de acuerdo con lo previsto en la legislación sobre ordenación territorial y urbanística o, en su defecto, por el artículo siguiente.


2. …


3. A los efectos de su participación en las actuaciones reguladas por esta ley, los sujetos referidos en el apartado 1, de acuerdo con su propia naturaleza, podrán:


a) Actuar en el mercado inmobiliario con plena capacidad jurídica para todas las operaciones, incluidas las crediticias, relacionadas con el cumplimiento del deber de conservación, así como con la participación en la ejecución de actuaciones de rehabilitación y en las de regeneración y renovación urbanas que correspondan. A tal efecto podrán elaborar, por propia iniciativa o por encargo del responsable de la gestión de la actuación de que se trate, los correspondientes planes o proyectos de gestión correspondientes a la actuación.


b) Constituirse en asociaciones administrativas para participar en los concursos públicos que la Administración convoque a los efectos de adjudicar la ejecución de las obras correspondientes, como fiduciarias con pleno poder dispositivo sobre los elementos comunes del correspondiente edificio o complejo inmobiliario y las fincas pertenecientes a los propietarios miembros de aquéllas, sin más limitaciones que las establecidas en sus correspondientes estatutos. 


c) Asumir, por sí mismos o en asociación con otros sujetos, públicos o privados, intervinientes, la gestión de las obras. 


d) Constituir un fondo de conservación y de rehabilitación, que se nutrirá con aportaciones específicas de los propietarios a tal fin y con el que podrán cubrirse impagos de las cuotas de contribución a las obras correspondientes. 


e) Ser beneficiarios directos de cualesquiera medidas de fomento establecidas por los poderes públicos, así como perceptoras y gestoras de las ayudas otorgadas a los propietarios de fincas. 


f) Otorgar escrituras públicas de modificación del régimen de propiedad horizontal, tanto en lo relativo a los elementos comunes como a las fincas de uso privativo, a fin de acomodar este régimen a los resultados de las obras de rehabilitación edificatoria y de regeneración y renovación urbanas en cuya gestión participen o que directamente lleven a cabo. 


g) Ser beneficiarios de la expropiación de aquellas partes de pisos o locales de edificios, destinados predominantemente a uso de vivienda y constituidos en régimen de propiedad horizontal, que sean indispensables para instalar los servicios comunes que haya previsto la Administración en planes, delimitación de ámbitos y órdenes de ejecución, por resultar inviable, técnica o económicamente cualquier otra solución y siempre que quede garantizado el respeto de la superficie mínima y los estándares exigidos para locales, viviendas y espacios comunes de los edificios. 


h) Solicitar créditos con el objeto de obtener financiación para las obras de conservación y las actuaciones reguladas por esta Ley”.


� El inciso primero del artículo 9.7 TRLS 2008 decía “todo acto de edificación requerirá del acto de conformidad, aprobación o autorización administrativa que sea preceptivo, según la legislación de ordenación territorial o urbanística”.


� El art. 9.8 TRLS 2008 expresaba “con independencia de lo establecido en el apartado anterior, serán expresos, con silencio administrativo negativo, los actos que autoricen: 


a) Movimientos de tierras, explanaciones, parcelaciones, segregaciones u otros actos de división de fincas en cualquier clase de suelo, cuando no formen parte de un proyecto de reparcelación; 


b) Las obras de edificación, construcción e implantación de instalaciones de nueva planta; 


c) La ubicación de casas prefabricadas e instalaciones similares, ya sean provisionales o permanentes; 


d) La tala de masas arbóreas o de vegetación arbustiva en terrenos incorporados a procesos de transformación urbanística y, en todo caso, cuando dicha tala se derive de la legislación de protección del dominio público”.
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